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1. INTRODUCCIÓN

En 2002, la CPM creó el Comité contra la tortura para abordar desde una 
perspectiva de derechos humanos la grave crisis que atravesaba el sistema 
de encierro en la provincia de Buenos Aires. En 2005 se constituyó el 
equipo encargado de las inspecciones y el monitoreo de las condiciones 
de detención en los ámbitos de encierro y del despliegue de las fuerzas de 
seguridad en el territorio bonaerense; se asumió además la intervención 
ante violaciones a los derechos humanos con la finalidad de revertirlas. La 
CPM se constituyó en un mecanismo de prevención de la tortura preexistente 
no sólo a la ley 26.827 (que creó el Sistema nacional de prevención de la 
tortura) sino también a la vigencia del protocolo facultativo que reglamenta 
la Convención contra la Tortura de Naciones Unidas ratificada por Argentina 
en el año 1994. En 2019 la trayectoria del organismo fue reconocida por 
el Consejo Federal de Mecanismos Locales y el Comité Nacional para la 
Prevención de la Tortura (CNPT), y fue designada como Mecanismo Local de 
Prevención de la Tortura (MLPT) conforme la ley mencionada.

En esta sección se describen algunos aspectos relevados por este MLPT 
durante 2024 en cárceles y alcaidías del Servicio Penitenciario Bonaerense 
(SPB); el relevamiento se realizó en el marco de las tareas de monitoreo. 
Con la información recolectada se producen informes o recomendaciones 
a los poderes públicos y se realizan acciones judiciales y administrativas 
en defensa de los derechos de las personas detenidas1.

La información tiene su origen en diversas fuentes e instrumentos de 
recolección aplicados por los programas del MLPT: Recepción de denuncias, 
Punto Denuncia Torturas, Inspección en lugares de encierro2, Intervenciones 
complejas y colectivas, y Producción y análisis de información.

-	 Entrevistas con personas detenidas, con familiares en el contexto 
de la recepción de denuncias, con autoridades penitenciarias, 
sanitarias y judiciales.

1  Ver Acciones contra la tortura, en este mismo informe.
2  Este programa está integrado por un equipo central y nueve delegaciones: Conurbano, 
Centro, Mar del Plata, Sur, Junín, San Nicolás, Florencio Varela, Conurbano Oeste y Bolívar.
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-	 Observación directa en las inspecciones periódicas.
-	 Documentos oficiales: partes mensuales y diarios de personas 

detenidas, registros administrativos de unidades sanitarias, 
expedientes judiciales, oficios y listados de fallecimientos, 
comunicaciones de hechos de violencia, historias clínicas.

El contexto de producción de las torturas y malos tratos penitenciarios 
relevados en 2024 fue nuevamente de un incremento de la población 
encarcelada. Entre diciembre de 2023 y diciembre de 2024 aumentó 
un 5%, pasando de 52.412 a 55.205 personas detenidas en cárceles y 
alcaidías; la sobrepoblación pasó de 96% a 106%, el salto interanual más 
alto de los últimos seis años.

En el capítulo 2, a través de la descripción de hechos registrados, se 
analiza el carácter sistemático de la tortura penitenciaria y la combinación 
de sus distintas dimensiones: aislamiento, traslados gravosos, traslados 
constantes, agresiones físicas, requisa personal vejatoria, malas 
condiciones materiales, falta o deficiente alimentación, falta o deficiente 
asistencia de la salud, robo y/o daño de pertenencias, impedimentos 
de vinculación familiar y amenazas. Se trabaja a partir de entrevistas 
realizadas por equipos del MLPT y sistematizadas en el Registro Nacional 
de Casos de Tortura.

El capítulo 3 desarrolla puntualmente uno de los tipos de tortura, la desatención 
de la salud, abordando dimensiones como la desarticulación estatal para 
garantizar el derecho a la salud de las personas detenidas, la escasez de 
recursos médicos, las condiciones materiales de los lugares de atención y 
alojamiento de personas enfermas, la delegación de la responsabilidad del 
acceso a la salud en las familias, la ausencia de control del poder judicial y la 
violencia obstétrica padecida por las mujeres detenidas y, en este punto, los 
avances en materia de políticas públicas a partir de la intervención de la CPM. 

En el capítulo 4 se vuelcan los resultados del Registro CPM de muertes en 
cárceles y alcaidías: evolución interanual, causas de muerte, incidencia 
del tiempo de detención, conexión con el sistema de salud, intervención 
judicial, entre otros elementos que confirman la responsabilidad estatal 
en la generación de condiciones que favorecen la muerte en el encierro. 
Al final se incorporan datos del Registro CPM de muertes en detención 
domiciliaria.
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2. TORTURAS Y OTRAS VIOLACIONES DE DERECHOS

2.1. LA TORTURA PENITENCIARIA

Durante 2024 los equipos y organizaciones que integran este MLPT 
realizaron 45.414 entrevistas o comunicaciones referidas a personas 
detenidas en cárceles y alcaidías bonaerenses, ya sea con ellas mismas 
o con familiares, allegados, otros organismos estatales u organizaciones 
de la sociedad civil. En ese marco, se registraron 83.6713 violaciones de 
derechos humanos, en promedio casi dos por entrevista4.

Estas vulneraciones se extienden por todo el sistema penitenciario 
bonaerense: con distinta frecuencia, se relevaron hechos, en todos los 
establecimientos del SPB5, con una significativa incidencia de aquellos 
ubicados lejos de los grandes aglomerados urbanos: agrupados por 
complejo penitenciario, uno de cada cinco hechos fue registrado en 

3  Esta cifra es superior a la informada para 2023 (CPM, 2024), que alcanzaba aproximada-
mente las 67.000 vulneraciones. La diferencia no debe interpretarse como un incremento 
de casos, los cuales siempre se presumen superiores a las capacidades de registro, es decir 
que siempre se trata de una cifra incompleta. Que en 2024 se hayan registrado 16.000 vul-
neraciones más que el año anterior, responde al fortalecimiento de los equipos de trabajo 
y a la consolidación del sistema informático de gestión de casos.
4  Datos preliminares sujetos a revisión.
5  En el marco de estas comunicaciones, durante 2024 en el Sistema de Atención a Víctimas 
de Torturas (SAVIT) se registraron 88.063 violaciones de derechos. El SAVIT tiene como 
objetivo primario facilitar y registrar intervenciones, y como objetivo secundario relevar 
información cuantitativa y cualitativa referida a las víctimas y a los hechos que motivaron 
las intervenciones, considerando al registro como un acto inherente a la intervención. Al 
final de cada período se extrae del sistema un listado de casos, se le aplica un control 
de consistencia y se determina la base anual del Registro Provincial de Torturas y otras 
violaciones de derechos humanos (RPT). La sección Penitenciaria de este Registro 
Provincial contabilizó 83.671 hechos ocurridos en cárceles y alcaidías del SPB. Este Registro, 
a su vez, tiene tres niveles: I) El total de violaciones de derechos humanos comunicadas 
en el marco del monitoreo y la recepción de denuncias. II) La identificación de aquellas 
violaciones a los derechos humanos que constituyen hechos de tortura o malos tratos. III) 
Una muestra de los hechos de tortura penitenciaria y policial, que se construye para un 
análisis más denso del fenómeno, el que se plasma en el Registro Nacional de Casos de  
Torturas y Malos tratos (RNCT).
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cárceles de los dos complejos del centro de la Provincia6. Estas Unidades 
alojaban el 17% de la población total del sistema7.

Se contempla el registro de todas las situaciones que las personas 
detenidas o allegadas estén dispuestas a informar, con independencia de 
que hayan sido denunciadas formalmente. Esto responde a que la gran 
mayoría de las torturas y los malos tratos no llegan a denunciarse por 
temor, naturalización, dificultades en el acceso y/o descreimiento en el 
poder judicial. Como cada año, en los testimonios relevados en 2024 se 
confirmó que un registro de casos judicializados dejaría por fuera muchos 
hechos no denunciados:

“La secretaria del juez me dijo que no le importaba que haga huelga 
de hambre, que haga lo que quiera. Y me cortó la video llamada” (caso 
RNCT 2024).

“Hablé con el juzgado de ejecución pidiéndole por favor que me den el 
traslado a la unidad 59 o 60 para facilitarle todo a mi familia. Me dijeron 
que ellos no iban a dar la orden para llevarme cerca de mi casa, que si 
el Servicio quería llevarme que me lleve jefatura, no ellos” (caso RNCT 
2024).

“No me dan nunca bola. Total ellos cobran igual. Le digo que pida algo y 
no lo pide. No le pagan más por sacarme un escrito” (caso RNCT 2024).

Tanto es así que la segunda vulneración de derechos más relevada fue la 
falta o deficiente acceso a la justicia (el 19% del total de vulneraciones 
registradas, ver Tabla 1), como consecuencia de los obstáculos que 
enfrentan las víctimas para comunicarse y obtener audiencias con sus 
juzgados y defensorías, el desconocimiento de la situación procesal, el 
armado o fraguado de causas. Las personas detenidas recurren a la CPM 
por situaciones que deberían ser garantizadas por los órganos judiciales 
a su cargo: el acceso a la atención médica, el traslado por acercamiento 
familiar, el resguardo físico luego de un hecho de violencia, los pedidos de 
morigeraciones, de régimen abierto o de comparendo8.

6  Complejo Centro-Sur: UP 2, 27 y 38 de Sierra Chica, 17 de Urdampilleta. Complejo 
Centro-Norte: UP 7 y 52 de Azul, 14 y 30 de Alvear, 37 de Barker.
7  A diciembre de 2024, ambos complejos alojaban 9.195 personas. 
8  A propósito de la responsabilidad del poder judicial en la producción o legitimación de torturas, 
ver el informe especial Poder judicial: ideología e intervención en las cárceles bonaerenses 
(CPM, 2024a), disponible en https://www.comisionporlamemoria.org/project/66725/
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Tabla 1. Violaciones de derechos humanos padecidas por personas 
detenidas en cárceles y alcaidías del SPB comunicadas a la CPM en 2024, 
según tipo

Tipo Cantidad Porcentaje
Falta o deficiente asistencia de salud 20.923 25,0%
Falta o deficiente acceso a la justicia 16.030 19,2%
Afectación del vínculo familiar y social 15.832 18,9%
Malas condiciones materiales 10.218 12,2%
Aislamiento 7.515 9,0%
Falta o deficiente alimentación 4.697 5,6%
Agresiones físicas 2.245 2,7%
Falta o deficiente acceso a actividades 1.840 2,2%
Traslados violatorios de derechos 1.758 2,1%
Otros hechos comunicados 747 0,9%
Amenazas 716 0,9%
Robo y/o daño de pertenencias 464 0,6%
Agresión verbal o psicológica 449 0,5%
Requisa vejatoria y/o violenta 237 0,3%
Total 83.671 100%

Fuente: Registro Provincial de Torturas y otras violaciones de derechos humanos (CPM). 
Datos preliminares sujetos a revisión.

De las 83.671 violaciones de derechos relevadas durante 2024 en cárceles 
y alcaidías bonaerenses, 64.605 (77%)9 constituyen hechos de tortura y/o 
malos tratos de acuerdo a la definición de la Convención interamericana 
para prevenir y sancionar la tortura de la OEA (1985)10 y a la tipificación 

9  Esta cifra se obtiene restando de la Tabla 1 los siguientes tipos de vulneraciones: falta o 
deficiente acceso a la justicia, falta o deficiente acceso a actividades (educativas, laborales 
o recreativas), agresión verbal o psicológica y otros hechos comunicados.
10  “Todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas 
o sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación criminal, como medio 
intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como pena o con cualquier 
otro fin. Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de métodos 
tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, 
aunque no causen dolor físico o angustia psíquica” (Art. 2).
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elaborada por el Registro Nacional de Casos de Tortura (RNCT)11: 
aislamiento, traslados gravosos, traslados constantes, agresiones físicas, 
requisa personal vejatoria, malas condiciones materiales, falta o deficiente 
alimentación, falta o deficiente asistencia de la salud, robo y/o daño de 
pertenencias, impedimentos de vinculación familiar y amenazas.

Tabla 2. Hechos de tortura padecidos por personas detenidas en cárceles 
y alcaidías del SPB comunicados a la CPM en 2024, según tipo

Hecho de tortura Cantidad Porcentaje
Falta o deficiente asistencia de la salud 20.923 32,4%
Afectación del vínculo familiar y social 15.832 24,5%
Malas condiciones materiales 10.218 15,8%
Aislamiento 7.515 11,6%
Falta o deficiente alimentación 4.697 7,3%
Agresiones físicas 2.245 3,5%
Traslados constantes o gravosos 1.758 2,7%
Amenazas 716 1,1%
Robo y/o daño de pertenencias 464 0,7%
Requisa personal vejatoria 237 0,4%
Total 64.605 100%

Fuente: Registro Provincial de Torturas y otras violaciones de derechos humanos (CPM).
Datos preliminares sujetos a revisión.

Este marco conceptual y metodológico incrementa la posibilidad de 
conocer la tortura penitenciaria porque: 

-	 parte de un concepto amplio que contiene dimensiones pertinen-
tes que dan cuenta del conjunto de padecimientos que el sistema 
penitenciario genera en las personas privadas de su libertad; 

-	 registra por cada víctima todos los hechos combinados que se 
comuniquen; 

-	 incorpora hechos independientemente de si hay denuncia judicial.

11  La CPM, la Procuración Penitenciaria de la Nación (PPN) y el Grupo de estudios sobre sistema 
penal y derechos humanos (GESPyDH) del Instituto de Investigaciones Gino Germani (UBA).
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La formulación de un concepto amplio, dinámico y multidimensional 
de tortura —construido desde la palabra de las víctimas en 20 años 
de monitoreo de lugares de encierro— extiende el horizonte de 
interpretación de este fenómeno reflejando las distintas formas de 
violencia que experimentan las personas detenidas. Se registran tanto 
prácticas violentas de tipo estructural y extendido como otras selectivas y 
direccionadas, de mayor o menor nivel de intensidad, y desplegadas por 
períodos temporales variables que van de unos pocos minutos a la suma 
de jornadas enteras.

En un tercer nivel de registro, se selecciona una muestra intencional de 
casos de tortura penitenciaria con el propósito de realizar una descripción 
más densa del fenómeno12. Así, en 2024 se seleccionaron 552 víctimas 
que pasaron a formar parte de la base anual del RNCT13 y que permiten 
individualizar 3.280 hechos de tortura, los cuales representan un 5% de 
los 64.605 hechos relevados por la CPM.14A esta muestra se llega por tres 
factores:

−	 Relevamiento de campo (fuente primaria): ingresan al RNCT 
todos los casos relevados en cárceles mediante un instrumento 
de recolección específico, aplicado por el equipo de Producción 
y análisis de información. Este relevamiento directo es el más 
completo, permitiendo en promedio el registro de 6 hechos por 
caso. En 2024 con este procedimiento se alcanzó el 25% de la 
muestra.

−	 Selección de casos para reconstruir (fuente secundaria): ingresan 
al RNCT una parte de los casos relevados por los demás equipos 
del MLPT en el marco del monitoreo mediante sus propias 
planillas de entrevista. Se prioriza la reconstrucción de aquellos 
casos con mayor cantidad de hechos (cinco o más) y con mejor 
calidad de hechos, es decir que contienen al menos uno de 
los hechos de tortura que habitualmente se relevan con poca/
mediana frecuencia y que por ello revisten especial interés para 

12  Las especificaciones metodológicas se pueden consultar en cualquiera de los Informes 
anuales del RNCT. Se sugiere especialmente el informe especial 10 años del RNCT 
(2020a: 38-48), disponible en https://www.comisionporlamemoria.org/archivos/cct/
informesrnct/Informe-Especial-10-anios-rnct.pdf
13  Disponible en https://www.comisionporlamemoria.org/datosabiertos/bases/
14  Estos casos, a su vez, son analizados en los informes anuales junto a los casos relevados 
en el ámbito federal-nacional por la Procuración Penitenciaria de la Nación, disponibles en 
https://www.comisionporlamemoria.org/project/informe-rnct/
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generar material empírico variado: traslados gravosos, traslados 
constantes, agresiones físicas, requisa personal vejatoria, robo 
de pertenencias y amenazas. En 2024 con este procedimiento se 
alcanzó el 75% de la muestra.

−	 Tiempo y recursos disponibles: la cantidad de casos relevados en 
campo o reconstruidos está condicionada por los cronogramas de 
trabajo, la articulación entre áreas y otras cuestiones operativas.

Tabla 3. Hechos de tortura incorporados al RNCT padecidos por personas 
detenidas en cárceles y alcaidías del SPB, según tipo, 2024

Tipo de tortura Cantidad
Falta o deficiente asistencia de la salud 691
Aislamiento 488
Malas condiciones materiales de detención 480
Falta o deficiente alimentación 413
Impedimentos de vinculación familiar y social 377
Agresiones físicas 280
Traslados constantes 155
Traslados gravosos 125
Requisa personal vejatoria 119
Robo y/o daño de pertenencias 94
Amenazas 58
Total 3.280

Fuente: 552 casos del RNCT, GESPyDH-CPM 2024.

A continuación se presenta una selección de casos que resultan valiosos 
para analizar las dimensiones que adopta la práctica de la tortura y sus 
combinaciones.
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2.2. DIMENSIONES DE LA TORTURA 

El hecho de tortura o maltrato que surgió con mayor frecuencia en el 
monitoreo del MLPT durante 2024 fue la falta o deficiente asistencia 
de la salud, expresada en restricciones para acceder al área de Sanidad 
o a la atención médica en hospitales, falta o deficiente provisión de 
medicamentos o dieta especial, falta de estudios o tratamientos. Se 
consideran problemas de salud diagnosticados o no diagnosticados, así 
como dolencias o lesiones. 

Este problema se sostiene en el tiempo: las personas que integran la 
muestra del RNCT sufrieron en promedio durante 14 meses la desatención 
o la atención deficiente de dolencias o enfermedades. En casos graves de 
enfermedades diagnosticadas, estas falencias sanitarias no sólo afectan la 
calidad de vida sino que constituyen un riesgo de muerte. En 2024, el 89% 
de los fallecimientos en el SPB fueron a causa de problemas de salud no 
asistidos o asistidos de manera deficiente15.

En segundo lugar aparece el impedimento de vinculación familiar y 
social, un problema estructural generado por la ubicación de detenidos/
as en unidades lejanas a su domicilio, por maltrato a las/os visitantes 
que incluyen las requisas vejatorias, por la obstaculización de salidas 
y regímenes de visita inter-carcelaria, por la modalidad de traslados 
constantes, entre otras prácticas. En el plano afectivo, las familias 
contienen los padecimientos propios del encierro y representan la 
conexión con el mundo exterior al que esperan volver. En el plano material, 
son las principales proveedoras de alimentos, medicamentos, elementos 
de higiene, entre otras necesidades básicas no garantizadas por el Servicio 
Penitenciario Bonaerense que incumple con estas obligaciones. 

En ese sentido, la desvinculación familiar y social se considera un tipo de 
tortura porque “provoca angustia y depresión en el aspecto emocional-
afectivo, perjudica el sostenimiento de estrategias alternativas de 
sobrevivencia alimenticia y material, y genera un contexto de indefensión 

15  El análisis de la desatención de la salud se profundiza en el siguiente capítulo. También 
se puede consultar el informe especial La salud en las cárceles bonaerenses(CPM, 2018), 
disponible en https://www.comisionporlamemoria.org/project/la-salud-en-las-carceles-
bonaerenses/
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en cuanto a la comunicación, reclamo y denuncias sobre las vulneraciones 
de derechos” (RNCT, 2020: 117). 

“A mi familia le cuesta venir, no consigo pasajes, no sé cómo conseguir 
tampoco. Dependés de la familia para comer, para tener artículos de 
limpieza. No hay electricidad en la celda por lo que dependo que me 
carguen el celular afuera para poder hablar. Si me quedo sin batería a la 
tardecita hasta el otro día no puedo hablar” (caso RNCT 2024).

“Esta unidad está lejos para mi familia. Los extraño pero no le voy a 
decir a mi mamá ‘cagate de hambre para venir’, prefiero sufrir yo porque 
sé que en la calle está jodida la cosa. A ella no la veo hace más de un 
año. Prefiero tirarme a buzones para acercarme a verlos. Si estuviera en 
Lomas de Zamora se puede tomar un tren mi mamá” (caso RNCT 2024).

Las circunstancias de desvinculación familiar y social no son esporádicas 
sino que se suelen sostener por largos períodos de tiempo, intensificando 
los padecimientos de las víctimas por la lejanía de sus vínculos más 
cercanos. El promedio temporal de desvinculación, en la muestra del 
RNCT, es de un año.

Distancia y costos: desvinculación familiar en Saavedra

La UP 19 de Saavedra es una unidad alejada de las zonas más 
pobladas. Se accede a ella luego de atravesar el casco urbano, 
sobre un camino rural, rodeado de campo. Si bien parte de la 
población de la Unidad es oriunda de pueblos de la zona, un gran 
número de personas detenidas provienen de los centros urbanos 
más poblados de la provincia, a gran distancia. La interrupción del 
servicio del tren de pasajeros desde la Ciudad de Buenos Aires 
en 2023 y la ausencia de transporte público, impide la visita de 
familiares desde lugares distantes. 

Además de los costos de traslado, la distancia y la cantidad de 
horas de viaje que implica para las personas viajar a visitar a sus 
familiares detenidos en esta Unidad, deben contar con dinero 
para alquilar una pensión u hotel para pasar la noche, lo que 
aumenta considerablemente los costos e implica la pérdida de 
días laborables. Comúnmente, realizar una visita conlleva también 
disponer de dinero para comprar alimentos y elementos que no 
son garantizados en la Unidad.
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En consecuencia, en el monitoreo de la Delegación Sur son 
recurrentes los testimonios de personas detenidas que prefieren 
“no ser un gasto” para sus familias. Resignan así el contacto a 
cambio de que les envíen el dinero que logran juntar, con el cual 
comprar en algún negocio de la zona elementos para satisfacer 
necesidades básicas. Este testimonio sintetiza la problemática: 
“Desde hace seis años no veo a mi familia. No tienen plata para 
viajar desde Lomas de Zamora –distancia 573 km-. La encomienda 
es muy cara y mi familia es muy humilde. Prefiero que, cuando 
pueden, me transfieran”. 

En pos de revertir dicha situación, una posibilidad para las personas 
es acceder al régimen de visitas que consiste en permanecer en 
una unidad más cercana a sus localidades durante 7 días. Pero 
este régimen, además de ser de difícil acceso, suele someterlas a 
otros agravamientos como los traslados gravosos: largos viajes en 
camiones sin ventilación, muchas horas sin alimentarse, paradas 
intermedias en otras unidades carcelarias donde son alojados en 
sectores de aislamiento o depósitos por días o semanas, lo cual 
funciona como una invitación a no solicitarlo, para evitar mayores 
padecimientos.

Otro aspecto a destacar son las dificultades que debe afrontar una 
persona que accede a institutos de progresividad de la pena, como 
salidas transitorias, cuando sus familiares residen lejos de la Unidad, 
dado que las mismas requieren contar con dinero para pagar remises 
o familiares con vehículo particular que puedan viajar a buscarlos. El 
aumento del costo de vida de los últimos años, el deterioro de los 
ingresos de las familias, sumados a la distancia que deben recorrer 
para encontrarse, atentan contra el derecho de mantener los vínculos 
afectivos. Esto deteriora las condiciones de vida dentro del encierro, 
tanto en el aspecto material como emocional.

El tercer hecho de tortura más relevado fueron las malas condiciones 
materiales que incluye sub-dimensiones como celda/alojamiento inundada, 
falta o riesgosa instalación eléctrica, falta o deficiente acceso a duchas, falta 
o deficiente estado de los sanitarios, falta o deficiente provisión de agua 
en la celda, falta de calefacción/refrigeración, falta o deficiente estado del 
colchón, falta o insuficiente luz artificial, falta o insuficiente luz natural, 
hacinamiento, falta de vidrios o vidrios rotos, presencia de plagas.
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“Comparto la celda con una persona más. La celda es chica para los dos, 
sólo hay una cama y yo tengo que dormir en el piso sobre un colchón 
fino (tuve que agregarle frazadas y mantas para hacerlo más cómodo y 
para evitar el paso de la humedad). Las paredes y el techo están llenos 
de humedad y descascaradas, el otro día me cayó un pedazo de techo 
mientras dormía, como revoque, ¿viste? El inodoro es de hormigón, 
está en pésimo estado. No tenemos pileta, sólo una canilla. No tenemos 
duchas, nos bañamos adentro de la celda y eso genera mucha más 
humedad por el agua que queda en el piso y no termina de escurrir. La 
ventana no tiene vidrios, entonces pasa el frío y la lluvia. No nos entregan 
elementos de higiene personal ni para la celda” (caso RNCT 2024).

“Estoy muy angustiada, estoy en esta leonera con una compañera 
desde hace 3 días. Antes estuve dos días en un espacio que le llaman ‘el 
sucucho’ con dos compañeras. Es una especie de pieza con una ventana 
chiquita y nada más, no tiene baño y teníamos que orinar y defecar 
en una botella cortada porque el SPB se negó a sacarnos a un baño. 
Después me trajeron acá: el inodoro está rebalsado de mierda, por lo 
que seguimos orinando y defecando en una botella que descargamos 
afuera de la celda” (caso RNCT 2024).

Las deficiencias atraviesan a todos los establecimientos y a todos los 
espacios: en los espacios de aislamiento y de alojamiento transitorio las 
condiciones materiales suelen ser peores, mientras que en los espacios 
de alojamiento habitual, por definición, dichas condiciones se padecen 
por más tiempo, excepto que las personas detenidas con recursos propios 
arreglen y mejoren el lugar, obras que nunca son estructurales y por lo 
tanto vuelven a deteriorarse al poco tiempo. 

Mujeres detenidas sin acceso a gas

La UP 3 de San Nicolás se vio afectada durante 2024 por la falta 
total de acceso al suministro de gas debido a la rotura accidental 
de un caño mientras el municipio trabajaba en la extracción de un 
árbol caído por un temporal que azotó la ciudad.

La interrupción de este suministro esencial para la vida cotidiana 
comenzó en febrero y afectó a toda la población detenida generando 
dificultad para el acceso al agua caliente y al uso de cocinas, lo cual 
agravó los riesgos de padecer enfermedades respiratorias (gripes, 
enfriamientos, asma y otras) e impidió la elaboración de alimentos. 
Si bien la regularización se dio en agosto, a pesar de que en algunos 
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pabellones se utilizó de forma provisoria gas envasado, a través del 
monitoreo de la Delegación San Nicolás se detectó que la situación 
impactó en mayor medida en el anexo femenino, en donde el 
problema aún persiste. 

La falta de gas ha obligado a las mujeres a realizar con sus propios 
recursos económicos modificaciones de los espacios físicos que 
habitan, a distribuir de forma distinta el tiempo en su vida cotidiana 
y a modificar la higiene personal. Todo esto no solo impacta 
negativamente en su cotidianeidad, sino que también las expone 
a contraer enfermedades o dolencias. Un ejemplo de ello es el 
riesgo a la contracción de afecciones respiratorias ante las bajas 
temperaturas o ante la necesidad de higienizarse en condiciones 
inadecuadas. Algunas mujeres compraron, con recursos de 
sus familias, un calefón eléctrico y lo instalaron en el pasillo del 
pabellón.

Por otro lado, la falta de gas afectó la posibilidad de utilizar el 
espacio de cocina, dado que no se colocó en el anexo femenino 
gas envasado de manera provisoria, a diferencia de los pabellones 
de varones. Por tal motivo, las mujeres tuvieron que colocar 
hornos eléctricos (también comprados con sus propios recursos) 
y fuelles en cada celda, específicamente en el sector de sanitarios 
por falta de espacio para una ubicación adecuada. Esta situación 
se constituye en otro factor de agravamiento, dado que se genera 
un espacio de insalubridad para la manipulación y cocción de los 
alimentos, corriendo riesgo de padecer intoxicaciones. 

Al indagar a las autoridades de la unidad respecto de esta situación 
diferencial que continúa afectando solamente a las mujeres, no 
hubo respuestas claras ni fundamentos.

En cuarto lugar se registró la práctica de aislamiento16: el encierro 
prolongado de una persona en celda durante toda o la mayor parte del día, 
ya sea por una sanción, es decir como castigo por incumplir una norma de 
la institución (medida en lo formal reglamentada, pero que suele aplicarse 
informalmente sin una notificación por escrito); por una medida de 

16  Para un mayor desarrollo de este tema, ver El aislamiento en las cárceles bonaeren-
ses (CPM, 2021), disponible en https://www.comisionporlamemoria.org/project/el-aisla-
miento-en-las-carceles-bonaerenses/
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seguridad, cuyo objetivo declarado es el resguardo de la integridad física 
de las personas (que puede ser administrativa/penitenciaria o establecida 
por el poder judicial); por regímenes propios de los pabellones aplicados 
como modo regular de vida; por admisión/ingreso (hasta la asignación 
de pabellón); como depósito (encierro sin justificación explicitada ni 
previsiones de cese); por espera de traslado; por propia voluntad (decisión 
condicionada de la víctima que “se tira a buzones” para conseguir un 
traslado o un cambio de pabellón, o por preferir una celda de aislamiento 
por sobre un pabellón porque teme por su seguridad); aislamiento en 
Sanidad; u otras modalidades menos frecuentes. En los últimos años se 
viene identificando una tendencia a la diversificación de la práctica de 
aislamiento y a una expansión de su utilización en todo el sistema.

“Me tiré a los buzones porque pensé que este era el método para irme 
de traslado, pero llevo dos meses y sigo acá, se ve que no era. Es re 
feo vivir acá, te tenés que bañar con botellas y agua fría. No tenemos 
fuelle, no te dejan pasar nada. No te sacan a patio ni a ducha. No vemos 
la luz del día. Me vuelvo loco. Decí que tengo teléfono, puedo ver una 
película, meto la cabeza ahí adentro, hablo con alguien. En el pabellón 
estaba jugando al rugby y estudiando. Soy joven, no me quiero quemar 
la cabeza acá adentro. Cómo voy a salir a flote si no me dejan salir de 
acá. Pero yo debería despejar mi cabeza haciendo cursos, aprendiendo 
cosas. Acá estoy mal” (caso RNCT 2024).

“Me ofrecieron un piso pero preferí estar en buzones esperando un 
traslado. Estando en pabellón te pueden tener unos meses sin trasladarte. 
Acá no podés hacer nada, no te dejan pasar tus cosas y estamos 24x7. 
Te dejan pasar lo que a ellos les conviene. Llega un momento que te 
volvés loco, tratando de que no te gane la mente. Ya querés que llegue el 
traslado” (caso RNCT 2024).

El aislamiento es una práctica que en sí misma coarta los movimientos de 
las personas detenidas y las distintas formas de vinculación social intra o 
extra carcelaria provocando un consiguiente deterioro físico y subjetivo. 
Pero además se combina con otras torturas como las malas condiciones 
materiales y alimentarias, una mayor restricción en el acceso a la salud 
y prácticas direccionadas de violencia como agresiones físicas, robos de 
pertenencias y amenazas. 

Por otro lado el incremento persistente de la sobrepoblación y hacinamiento 
suma otro elemento que implica mayor tiempo de aislamiento en celda 
justificado en cuestiones de seguridad o la organización del pabellón. 
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Es muy común que las personas pasen más de 16 horas encerradas en 
sus celdas en las condiciones de detención mencionadas ut-supra. Este 
tiempo se incrementa hasta más de 64 horas continuas los fines de 
semana, cuando también por cuestiones de seguridad o falta de personal 
directamente no salen al patio o espacios comunes.  

Aislamiento y leoneras en Varela 

En la UP 32 de Florencio Varela, se identificó el uso constante de 
espacios para aislamiento extremo y prolongado de personas, en 
condiciones inhumanas y degradantes. Además del alojamiento 
indebido en celdas de contención, comúnmente llamadas 
“leoneras”, que solamente deberían ser utilizadas como espacios 
de alojamiento transitorio o paso; se encontraron personas 
alojadas en patios enrejados a la intemperie o aulas que ni 
siquiera figuraban en los partes diarios oficiales de las unidades. 
La situación de las personas alojadas en estos espacios se 
caracteriza por el sometimiento a pésimas condiciones materiales, 
falta de alimentación, régimen de vida de aislamiento extremo y 
prolongado, y total desvinculación social. 

En el caso de las celdas de contención, se constató la presencia 
de —por ejemplo— tres personas en un espacio con dimensiones 
que no superan los 2,25 metros cuadrados; sumado a la falta de 
sanitarios, agua y luz artificial. Las personas debían defecar en 
bolsas y orinar en botellas que permanecen en la celda hasta que, 
de manera discrecional, el SPB autorice el desecho de las mismas. 
Estas condiciones de insalubridad se extienden al hecho de no 
poder higienizarse durante días, alimentarse con las manos (ante la 
falta de cubiertos) ni acceder a sus pertenencias. 

Las personas han indicado que “no podemos comer la comida porque 
si nos llega a caer mal no tenemos ni baño”. Al hambre se suma la 
imposibilidad de descanso, ya que no hay mobiliario (camas) ni 
colchones, viéndose obligadas a dormir sobre una manta en el suelo 
mientras cucarachas, moscas y roedores circulan sobre sus cuerpos. 

Se identificó un espacio denominado pajarera, que las personas 
entrevistadas describieron como un lugar oculto en el que algunos 
son alojados bajo régimen de aislamiento. Allí debían permanecer 
desde las 7:00 hasta las 18:00, expuestas a las inclemencias climáticas 
y alejadas absolutamente de cualquier posibilidad de socialización y 
asistencia, señalando incluso que no recibían alimentos.



186
Informe anual  CPM 2025

187
Informe anual  CPM 2025

Las condiciones de vida en las leoneras someten a las personas 
al despojo total, a la completa dependencia y a la vulneración 
de derechos esenciales. Muchas veces a tal situación anteceden 
aislamientos previos, ya sea en la misma unidad o en otras. A modo 
de ejemplo, un detenido describió cómo, previo a ser alojado en 
el aula en la que llevaba 5 días aislado, debió permanecer tres 
semanas en una celda de contención, a la que llegó luego de haber 
permanecido seis meses en una celda de admisión en un pabellón.

En entrevistas con el Director de la Unidad, se indagó respecto 
a estos otros espacios utilizados con fines de aislamiento. Este 
aseguró la inexistencia de los mismos, agregando que se estaban 
realizando modificaciones en la infraestructura de las celdas de 
contención para mejorar sus condiciones, negando lo constatado 
por la Delegación Florencio Varela.

Mujeres aisladas en San Martín

En el anexo femenino de la UP 46 de San Martín, las mujeres alojadas 
en las leoneras son sometidas a aislamiento extremo, en períodos 
de tiempo que superan las 24 horas, hacinadas y en condiciones 
materiales inhumanas. En el marco de un habeas corpus colectivo 
presentado por la CPM en 2021 (EXP.2613-HC01), el Juzgado 
de Ejecución Penal 3 de San Martín prohibió el alojamiento de 
personas por más de 24 horas, por entender que estos espacios 
no cumplen con la infraestructura ni los servicios básicos que 
garanticen condiciones dignas. Sin embargo, en las inspecciones 
realizadas durante el año 2024, la Delegación Conurbano constató 
la permanencia de personas durante semanas y hasta meses.

Las cuatro celdas de contención de la unidad tienen una superficie 
de apenas 6 metros cuadrados. El frente de las mismas es de reja, 
impidiendo preservar la intimidad. Las ventanas no cuentan con 
vidrios, por lo cual las personas están expuestas a las inclemencias 
climáticas. El espacio de sanitarios cuenta con una letrina y una 
pileta, sin una separación que garantice la privacidad para que las 
personas hagan sus necesidades fisiológicas cuando el alojamiento 
no es individual. Tampoco cuentan con ducha. Para recostarse 
se utiliza un camastro de madera o colchones en el piso. Las 
instalaciones eléctricas son precarias dado que son improvisadas, 
lo que expone a las personas a riesgos de electrocución. También 
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se constató en varias oportunidades la falta de luz y agua potable. 
Asimismo, quienes son alojadas allí no reciben atención sanitaria, 
interrumpiendo incluso tratamiento ya prescriptos.  

En julio de 2024 María se contactó con la CPM para informar que 
el SPB violentó a tres mujeres detenidas en la UP 46 de San Martín. 
Las mujeres habían sido llevadas a la leonera 2 mediante golpes 
y patadas; una vez allí, a una de ellas le tiraron gas pimienta, la 
golpearon y le arrojaron agua helada por solicitar un termo con 
agua caliente; posteriormente fue realojada en otra leonera con su 
ropa mojada. Esta persona es asmática y no se le permitió acceder 
a su medicación ni que sus compañeras le entregaran leche para 
aliviar la picazón en sus ojos. Tampoco les permitieron a sus 
compañeras enviarle frazadas y abrigo. Por último, le sustrajeron 
su celular para dejarla incomunicada. 

A la situación descripta se suma la reiterada falta de entrega de 
alimentos a las personas alojadas en estos espacios. Solo se les 
entrega una vianda por día; no pueden utilizar artefactos para 
cocinar ni calentar agua; no cuentan con cubiertos, debiendo 
alimentarse con las manos. 

Otro agravamiento que padecen las mujeres alojadas en estos 
espacios es la imposibilidad de acceder al patio, a actividades 
educativas o recreativas. Las visitas con familiares, parejas y amigos 
están limitadas y en la mayoría de los casos el SPB no les permite 
usar celulares, generado la interrupción del contacto con sus 
vínculos.

Estos cuatro tipos (falta o deficiente asistencia de la salud, impedimentos de 
vinculación familiar, malas condiciones materiales y aislamiento) agrupan 
el 84% del total de hechos de tortura y malos tratos relevados durante 
2024 por la CPM. El 16% restante incluye falta o deficiente alimentación, 
agresiones físicas, traslados constantes o gravosos, amenazas, robo y/o 
daño de pertenencias y requisas vejatorias.

La falta o deficiente alimentación incluye la falta de comida y bebida, así 
como las deficiencias en cantidad y calidad. Es recurrente la existencia de 
comida mal cocida (pastosa, pegajosa, cruda) o en mal estado (podrida, 
con hongos, con mal olor, con insectos). Las víctimas entrevistadas en 
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2024 padecieron hambre por no ingerir alimentos o por ingerirlos en 
forma irregular y/o discontinua. El promedio de tiempo en la muestra del 
RNCT fue de 19 días padeciendo hambre.

Hambre en el complejo penitenciario Junín

Durante las inspecciones realizadas en 2024 por la Delegación 
Junín, se relevó que el hambre es una constante entre las personas 
alojadas en el Complejo Junín, particularmente en las UP 13 y 49. 
Las tres Unidades (la otra es la 16) cuentan con un sistema de 
provisión a granel, el cual consiste en el suministro de materia 
prima y la elaboración de los alimentos en la cocina de la unidad. La 
mayoría de las personas entrevistadas refieren que los alimentos 
que entrega el SPB son siempre los mismos: carne con hueso, papa, 
zanahoria, repollo y fideos. Además, estos se entregan en mal 
estado, con olor o crudos; y que las porciones siempre son escasas.

Por este motivo, las personas se ven en la necesidad de buscar 
estrategias para poder mitigar el hambre. Algunas tienen la 
posibilidad de recibir encomiendas por parte de familiares o 
allegados; o de realizar compras por fuera de la Unidad para 
reelaborar los alimentos y/o aumentar las porciones. Sin embargo, 
en este punto se debe considerar que los alimentos que tienen 
permitido ingresar son restringidos, y que no todos cuentan con 
familia o dinero para realizar estas compras. Ellos dicen: “Si no 
fuera por las familias, nos morimos de hambre”; “Si no nos hacen 
llegar de pabellones o compramos nosotros algún fiambre, nos 
morimos de hambre”; “Cuando no hay, agarramos del rancho para 
comer”. Otros refirieron que se alimentan en base a infusiones 
y pan: “Estoy a pan desde que vine”; “Estoy con 10 kilos menos 
desde que llegué acá”; “Almuerzo mate cocido, ceno mate cocido”.

Esta situación se profundiza especialmente en el sector de 
aislamiento y en el Anexo femenino de la UP 13. En el primero no se 
permite la utilización de elementos para cocinar que requieran de 
electricidad (fuelles), por lo cual no pueden reelaborar o cocinar los 
alimentos que llegan crudos. Además, las comidas se entregan con 
pocas horas de diferencia, lo que conlleva que deban ingerirlas frías 
o hacer una sola ingesta al día y luego pasar muchas horas sin comer. 
Por último, no cuentan con utensilios y deben comer con las manos. 

Por su parte, en el Anexo Femenino los fines de semana, al ser 
sometidas a largos periodos de aislamiento, las mujeres no tienen 
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posibilidad de cocinar o reelaborar los alimentos. Esto no solo responde 
al aislamiento sino a las restricciones diferenciales en la población de 
mujeres, tal como no permitir el uso de fuelles en los pabellones. 

Estas deficiencias fuerzan a las víctimas a generar estrategias para 
alimentarse, especialmente con la comida o complementos que las 
familias o presos de otros pabellones pueden aportarles, y también 
volviendo a cocinar aquello reutilizable de lo que proveen las instituciones. 
Sin embargo, esto también está mediado por el personal de custodia que 
gestiona las visitas, requisa las encomiendas, regula el contacto entre 
personas detenidas y controla el uso de utensilios de cocina17.

Reducción de porciones en el complejo penitenciario Centro

En 2024, a través del monitoreo realizado por la Delegación 
Centro, se registró un descenso en la cantidad de alimentos que 
se entregaban en las UP de los complejos Centro-Zona Norte y 
Centro-Zona Sur, los que comprenden las unidades 2, 27 y 38 de 
Sierra Chica, 7 y 52 de Azul, 14 y 30 de Alvear, 37 de Barker y 17 de 
Urdampilleta.

En el mes de octubre, las autoridades de la Unidad 38 de Sierra Chica 
reconocieron una drástica reducción en las porciones de comida, 
que pasaron de 380 gramos a entre 250 y 280 gramos por persona. 
Si bien atribuyeron esta medida a recortes presupuestarios, esto 
se argumentó de manera informal. En reiteradas oportunidades se 
solicitó documentación oficial pero la misma no fue proporcionada.

Otros funcionarios del SPB, principalmente en aquellas unidades 
que tenían previsto implementar el sistema de catering desde 
enero de 2025, dieron justificaciones del estado de los alimentos 
haciendo alusión a la “adecuación a los menús que manejan las 
empresas de catering”, lo que sugiere una estandarización a la baja 
en la provisión de alimentos antes del cambio de sistema.

En la Unidad 37 de Barker, durante el mes de mayo, las autoridades 
informaron que la carne debió ser reemplazada por legumbres, 
siguiendo una sugerencia que provino de la Dirección Provincial de 
Salud Penitenciaria. La Unidad 30 de Alvear también presenta un 

17  Para un mayor desarrollo de este tema, ver La alimentación en las cárceles bonaerenses 
(CPM, 2024b), disponible enhttps://www.comisionporlamemoria.org/project/informe-
especial-la-alimentacion-en-las-carceles-bonaerenses/
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escenario alarmante, con denuncias en junio sobre la falta total de 
entrega de alimentos durante cinco días.  Por su parte, en la Unidad 
7 de Azul se constató una modificación en el menú diario con una 
reducción en la porción de carne vacuna y de ave, suplantada 
también por legumbres, aunque las autoridades insistieron en que 
el gramaje total se mantenía.

En todos los casos arguyeron que la alimentación estaba asegurada, 
garantizando el equilibrio en las dietas. Sin embargo, esto contrasta 
con los relatos de las personas detenidas, quienes denuncian 
además de la reducción en las porciones, la mala calidad de los 
insumos, la falta de variedad y, en casos extremos como el de la 
Unidad 30, la ausencia total de alimentos. Las personas denuncian 
que los alimentos son incomibles y se ven obligadas a racionar 
las porciones. Además, en su mayoría, señalan que dependen del 
apoyo de sus familias para poder alimentarse adecuadamente.

Es importante señalar que la deficiencia alimentaria no solo afecta 
la salud física y el bienestar de la población carcelaria, sino que 
también constituye un factor potencial de desigualdad, tensión 
y conflictividad, agravada por el hacinamiento y el aumento 
constante de la población. La alimentación en las cárceles del 
Complejo Centro durante 2024 revela un preocupante deterioro, 
lo cual produce incertidumbre sobre la accesibilidad a un derecho 
básico, en toda la población y especialmente en quienes carecen 
de apoyo familiar.

Los traslados gravosos son un tipo de tortura referido a las situaciones de 
movimientos entre unidades o entre unidades y oficinas judiciales en las que 
las personas padecen malas condiciones materiales: falta de alimentación, 
de agua o acceso a un baño, aislamiento prolongado en vehículos o en celdas 
transitorias o leoneras, agresiones físicas, robo o pérdida de pertenencias, 
dolores físicos producidos por la posición en que viajan (por ejemplo, varias 
horas con las manos esposadas al piso del camión y en posición inclinada 
hacia abajo o encorvada sin poder moverse).

“En los traslados he perdido gran parte de mis pertenencias, cuando bajo 
del camión siempre me faltan algunas pertenencias. Todos los traslados 
que sufrí en tan corto tiempo son una tortura, porque las condiciones en 
que viajamos son totalmente inhumanas: con los ganchos puestos y en 
posición de espalda encorvada por varias horas, sin acceso al baño, sin 
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poder comer y sin poder pararte. El último traslado fue durante un día y 
medio arriba del camión, sin poder ir al baño, sin comer, sin tomar agua 
y siempre en la misma posición con las esposas puestas. Me sacaron un 
jueves a las 7 de la tarde de la Unidad 37, pasé por Azul, Sierra Chica 
y Alvear. En estas unidades quedé varias horas esperando arriba del 
camión. Después me llevaron para la Unidad 5 de Mercedes donde 
llegué de madrugada. Me dejaron muchas horas ahí sentado, esposado, 
hasta que me trajeron a la 49. Llegué al mediodía” (caso RNCT 2024).

“El traslado de la alcaidía a esta unidad (28) fue muy largo, no me dieron 
de comer nada. Fue feo, estaba todo el tiempo amarrocado. Salimos a las 6 
de la mañana, no me decían a dónde iba. A las horas paramos en la Unidad 
29 y ahí me dijeron que iba a ir a la 28. Estuve 4 horas en la 29, cambiamos 
de camión y siguió el viaje. Llegamos a la 28 a las 23 hs., más o menos. 
En un momento un compañero se descompuso y empezamos a gritar. Nos 
amenazaron con tirarnos gas pimienta. Yo tengo asma, si en ese camión y 
con todos los que éramos tiraban gas yo me moría” (caso RNCT 2024).

Los traslados constantes18 son una práctica penitenciaria que produce 
desvinculación familiar y social, aislamiento reiterado, malas condiciones 
materiales (producto de los sucesivos ingresos a las unidades penales en 
pabellones de admisión con regímenes de 24 horas en celda), interrupción 
de las actividades educativas y laborales (que no pueden iniciarse ni 
sostenerse por la brevedad de las permanencias en cada lugar), límites a la 
progresividad de la pena ante la dificultad de hacer puntaje de conducta, 
falta o interrupción de tratamientos médicos, ruptura de relaciones con 
sus pares y pérdida de pertenencias.

“Llevo dos años pegando vueltas. Ya pasé 2 ó 3 veces por esta unidad. 
Estoy cansado. En algunos de los traslados perdí mis pertenencias, estoy 
con lo puesto. Esta remera que tengo me la dio el compañero de la celda 
de enfrente. La última vez que vi a mi familia fue hace 2 años. Sólo quiero 
estar cerca de ellos, los necesito, son lo único que evita que me cuelgue. 
No aguanto más vivir así” (caso RNCT 2024).

“Vengo sufriendo traslados constantes. Casi todo el tiempo estuve en 
sectores de aislamiento. En los últimos meses pasé por las unidades 59 
y 60 durante una semana en total, unidad 2 de Sierra Chica durante una 
semana, unidad 37 de Barker por 2 días, además de la 36, 28, 29, 47 y 

18  Para un mayor desarrollo de este tema, ver Los traslados como práctica de tortura en las 
cárceles bonaerenses(CPM, 2021a), disponible en https://www.comisionporlamemoria.
org/project/traslados-como-forma-de-tortura/
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48. Por los traslados no puedo ver a mi familia y además me complicaron 
la atención de mi salud. Yo tuve TBC el año pasado y me interrumpieron 
el tratamiento, ahora estoy tosiendo con sangre y me agito. Nunca me 
dieron el alta” (caso RNCT 2024).

“Me preocupa no poder ubicarme en ninguna unidad, porque el juez 
me dijo que si estudio y trabajo puedo acceder a la libertad transitoria. 
El problema es que me vienen moviendo en distintas unidades y nunca 
puedo quedarme mucho tiempo como para poder comenzar mis 
estudios y un trabajo. Hace un año y medio que me tienen dando vueltas 
por distintas unidades y no puedo quedarme mucho tiempo en ninguna. 
Me terminan sacando sin motivo” (caso RNCT 2024).

El robo y/o daño de pertenencias por parte de agentes penitenciarios se 
produce en diversas circunstancias: ingreso a la unidad, un traslado, una 
requisa de pabellón, una agresión física, una requisa de visita, una requisa 
de encomienda, un cambio de alojamiento intra-cárcel, entre otras. Los/
as agentes roban o rompen indumentaria, calzado, teléfonos celulares, 
mobiliario, electrodomésticos, objetos de valor personal, alimentos, 
elementos de limpieza, ropa de cama, medicamentos o cigarrillos. Otra 
práctica es la de romper los paquetes y mezclar los alimentos inutilizando 
muchos de ellos.

“Soy asmático y al llegar a esta unidad [37] la comisión de traslado 
me pidió que les entregue el paf asegurándome que después me lo 
devolvían, pero no pasó y desde entonces estoy sin mi medicación” 
(caso RNCT 2024).

“La otra vuelta vino la requisa buscando fierros y nos rompió la heladera 
del pabellón. Tuvimos que pagar nosotros los repuestos. La requisa tira 
todo y si te pueden rastrear algo, te rastrean. Yo dejé un corte [cuchillo 
autorizado] y se lo llevaron” (caso RNCT 2024).

Estos malos tratos implican un desgaste y padecimiento psicológico en las 
víctimas, que deben empezar de nuevo cada vez que son despojadas de 
objetos indispensables para la vida en esas condiciones (calentador, celular, 
elementos de limpieza e higiene, medicamentos, comida) o de objetos 
queridos o valorados afectivamente (fotos o regalos de la familia), en el 
contexto de un sistema que no provee los elementos básicos para subsistir.
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“La policía [agentes penitenciarios] después de pegarme me robó 
el celular y las zapatillas. Me sacaron todo, estoy todo golpeado, sin 
comunicación. Me dijeron que estaban ofreciendo mi celular a otras 
personas detenidas” (caso RNCT 2024). 

“Todos los lunes viene la requisa y nos rompen los colchones para 
revisarlos adentro. Después los arreglamos, a veces tenemos que usar 
nuestras mantas, y llega el lunes y de nuevo los abren” (caso RNCT 2024).

La requisa vejatoria es una práctica de control por parte de las fuerzas 
de custodia. Formalmente, implica la revisión del cuerpo de las personas 
detenidas con fines de seguridad. Extendida a toda la población 
encarcelada, es un procedimiento regular que de por sí constituye una 
intromisión en la intimidad de las personas con un impacto humillante 
significativo. 

“Me asusté mucho con la requisa. Vinieron en el horario de abierta, a las 
7 de la mañana, y empezaron a gritar ‘¡requisa!’. Yo estaba durmiendo. 
Agarré una frazada y me fui al baño, que es como siempre hacen la 
requisa. Ahí nos revisan pero con la ropa puesta y es personal femenino 
[la víctima es mujer]. Pero esta vez fue distinto. Entró personal masculino 
con cascos, palos, escopetas y perros. Nos retuvieron el celular durante 
20 minutos, teníamos miedo porque no sabíamos si nos los iban a 
devolver. Cuando volví a la celda la encontré toda desordenada, con la 
ropa en el piso y todo sucio” (caso RNCT 2024).

“A la mañana hacen el psicofísico. Nos obligan a desnudarnos 
apuntándonos con dos latas de gas pimienta y con la escopeta. Es 
humillante, pero qué vas a hacer. Si hacés o decís algo te sancionan por 
agredir a un oficial y es mentira. Solamente no querés desnudarte así” 
(caso RNCT 2024).

“Todos en la unidad saben que el jefe del penal vende droga. Por eso las 
requisas suelen ser muy violentas, especialmente las que son después de 
las visitas. Nos obligan a desnudarnos por completo y nos revisan para 
ver si encuentran droga. En la última requisa que tuve en el pabellón 2, 
después de obligarme a desnudarme me hicieron refregar mi calzoncillo 
y pasarme el dedo por las encías. Me hicieron levantar los testículos y 
mostrar el ano para demostrar que no tenía nada escondido. Es algo 
cotidiano” (caso RNCT 2024).
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En el relevamiento se destacan prácticas que se desarrollan con manifiesta 
arbitrariedad, como son las requisas inútiles y prolongadas con exposiciones 
al frío o al calor, inspecciones agresivas del cuerpo, imposición de desnudo, 
posturas y/o ejercicios humillantes para someter a la mirada la zona genital y 
anal (flexiones, sentadillas, agacharse, separarse las nalgas), en presencia de 
agentes penitenciarios de otro sexo, mediante burlas sobre los cuerpos, risas 
y tocamientos en partes íntimas. A su vez, las requisas suelen combinarse con 
agresiones físicas o verbales, amenazas, robo y daño de pertenencias.

Requisas vejatorias en Mar del Plata

El procedimiento de requisas corporales varía según la población, 
el género y la unidad. Se realizan en distintos momentos: cuando se 
accede a espacios fuera del pabellón o de la unidad, cuando se asiste 
a la escuela y a espacios laborales, e incluso al dirigirse a sanidad; 
también se requisan a los familiares previamente al ingreso a la 
unidad cuando realizan visitas. Teniendo en cuenta esta situación, 
se desarrolla brevemente una comparación del procedimiento de 
requisas entre las tres unidades del Complejo Penitenciario Batán 
(15, 44, 50) y la UP 6 de Dolores. 

Respecto al derecho a la vinculación familiar, la Delegación Mar del 
Plata relevó que la requisa corporal a la visita es discrecional, vejatoria, 
humillante y en algunos casos acompañada de hostigamiento y 
maltrato. Por tal motivo las personas que entrevistamos, optan por 
proteger a sus familias de tales procedimientos que perciben como 
provocaciones por parte del SPB.

En la AP 44 las familias son requisadas con desnudo completo y 
particularmente en el caso de las parejas femeninas les solicitan 
apertura de boca, sacudir el pelo y hacer cuclillas. A la población 
transgénero de esta alcaidía se le exige desnudo completo, giro 
corporal y exhibición de brazos a pesar de recibir acompañamiento 
exclusivo por parte del personal del SPB. 

En la UP 6 implican desnudos completos y además tienen carácter 
arbitrario, lo que aumenta la incertidumbre. Se han registrado 
exigencias de desnudo completo a personas mayores de edad y 
cacheos superficiales a menores y adolescentes.

En las UP 15 y 50, implican desnudos completos y flexiones de 
piernas en sectores sin privacidad junto con otros familiares. 
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También se realizan requisas para el movimiento interno en el 
marco de actividades educativas, laborales o terapéuticas. Las 
prácticas van desde cacheos superficiales realizados en grupo en 
los sectores de control, hasta procedimientos más invasivos que 
implican desnudos completos, flexiones de piernas (frecuentes en 
mujeres), giros corporales y exhibición de la boca o extremidades. 
Los varones de la AP 44 refieren experimentar requisas frecuentes, 
hasta seis veces por día. Una persona expresó haber abandonado 
su trabajo porque “cada vez que salía me ponían en bolas”. En la UP 
50 las mujeres experimentan requisas frecuentes y sistemáticas con 
escasa o nula privacidad dado que se realizan en forma simultánea 
a cuatro personas con presencia del SPB. 

El derecho a la salud también se encuentra afectado por los 
procedimientos de requisas vejatorias, al ingresar y egresar de la 
unidad para asistir a hospitales, las cuales suelen implicar desnudos 
completos. Los varones de la AP 44 refieren procedimientos 
invasivos, con desnudos, giros y revisión de la planta de los pies. En 
la UP 50 las mujeres mencionan que además se les exigen flexiones 
de piernas. 

En conclusión, las requisas corporales son percibidas en Mar 
del Plata y en Dolores como invasivas, arbitrarias y humillantes, 
refuerzan la vulnerabilidad estructural en la que se encuentran las 
personas detenidas y se extienden hacia sus familias en las visitas. 
Por lo cual, impactan en los derechos a la intimidad, la salud, la 
educación, el trabajo y la vinculación familiar.

La amenaza es una advertencia o intimidación que constituye una posible 
causa de riesgo o perjuicio; puede manifestarse de manera física (a 
través de miradas o gestos) o verbal y tiene por fin crear y reforzar la 
sumisión y el silenciamiento. Hay amenazas de muerte, de agresiones 
físicas, de traslado, de cambio de pabellón, de obstrucción al régimen 
de progresividad de la pena, de aislamiento, de fraguado de causa, de 
desvinculación familiar/social, entre otras. Como se ve, se trata de un tipo 
de tortura asociado a otros, ya sea real o potencialmente.

“En una requisa de celda, el hermano del jefe del penal me dijo ‘la 
próxima [vez que intentes ahorcarte] te voy a buscar yo’. Yo pensé en 
otras compañeras que se murieron ahorcadas en su celda, sentí que me 
amenazó de muerte” (caso RNCT 2024). 



196
Informe anual  CPM 2025

197
Informe anual  CPM 2025

“Una de las coordinadoras del régimen abierto siempre me amenaza. Me 
bajan a audiencia con ella y me intentan sacar información sobre otras 
personas detenidas. Como yo me niego me dicen que me van a sacar 
de traslado porque mi causa no es de Mar del Plata. Esto me preocupa, 
cada vez que salgo a escuela no sé con lo que me voy a encontrar a la 
vuelta” (caso RNCT 2024).

Las amenazas se producen por diferentes motivos o propósitos: como 
represalia por haber informado o denunciado al poder judicial una 
irregularidad o ilegalidad, como amedrentamiento para evitarlo, por 
solicitar entrevista con autoridad judicial o institucional, por quejarse o 
protestar ante una autoridad a causa de un desacuerdo o inconformidad, 
para obtener datos requeridos por la autoridad, o para que se incrimine o 
incrimine a otros/as en un hecho delictivo. 

“El SPB me robó 2 veces la encomienda de mi familia. En audiencia con el 
jefe del penal, reclamé por esto y me dijo ‘si seguís jodiendo o hablás con 
derechos humanos, te mando devuelta al campo’” (caso RNCT 2024).

Las amenazas en contexto de encierro se cumplen en un alto porcentaje, 
toda vez que los agentes penitenciarios suponen que su incumplimiento los 
coloca en un lugar de debilidad o falta de autoridad, valores que consideran 
indispensables para el gobierno o control de la población encarcelada.

2.3. AGRESIONES FÍSICAS

Por último, las agresiones físicas de agentes penitenciarios —que representan 
el 3,5% de los hechos de tortura relevados por la CPM durante 2024— se pro-
ducen en diversas circunstancias, como la represión por conflicto entre presos/
as; la represión ante pedidos, reclamos y/o denuncias; durante el ingreso a una 
cárcel; el traslado entre unidades; las requisas; el aislamiento; entre otras.

En cuanto a la modalidad, las agresiones incluyen golpes de puño, 
patadas, golpes con objetos contundentes, aplicación de gas pimienta o 
lacrimógeno, disparo de balas de goma, sujeciones prolongadas, asfixias o 
ahorcamientos, quemaduras, uso de picana eléctrica, entre otras. 
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Tabla 4. Agresiones físicas producidas por agentes del SPB contra personas 
detenidas en cárceles y alcaidías comunicadas a la CPM en 2024, según tipo19

Tipo de agresión física Cantidad Porcentaje
Golpes 1.471 65,5%
Gas pimienta/lacrimógeno 291 13,0%
Impacto de bala de goma 148 6,6%
Criqueo/motoneta 123 5,5%
Sujeción mecánica en hospital 87 3,9%
Ducha/manguera de agua fría 20 0,9%
Abuso sexual 18 0,8%
Submarino 5 0,2%
Sobre-medicación 3 0,1%
Picana 2 0,1%
Quemadura 2 0,1%
Otra 75 3,3%
Total 2.245 100%

Fuente: Registro Provincial de Torturas y otras violaciones de derechos humanos (CPM).

Algunos testimonios:

“Empezamos a reclamar porque no teníamos agua, la comida era pésima 
y poca, no nos daban materiales de higiene ni limpieza, se cortaba la 
luz, los fines de semana nos engomaban y no nos sacaban a duchas. 

19  Golpes: golpes de mano, pie o con algún elemento. Gas pimienta/lacrimógeno: gas 
aplicado en la cara y/o partes sensibles del cuerpo. Criqueo/motoneta: acto de esposar 
violentamente a las personas con los brazos atrás y levantados más allá de la altura de la 
cabeza. Sujeción mecánica en hospital: la persona se encuentra esposada de manos, pies 
o ambas mientras está internada en un establecimiento extramuros. Ducha/manguera de 
agua fría: práctica de meter a las personas bajo la ducha de agua fría o bien mojarlas con 
una manguera y/o recipiente. Abuso sexual: abuso carnal y otras formas de denigraciones 
y humillaciones sexuales. Submarino: incluye submarino húmedo (provocar ahogamiento 
con líquido, sea introduciendo por la fuerza la cabeza de la víctima en un recipiente, o 
introduciendo agua con manguera/ducha en la boca de la víctima, o de otro modo) y 
submarino seco (provocar ahogamiento con algún elemento que envuelve la cabeza de 
la víctima, como bolsas de plástico). Picana: pasaje de corriente eléctrica por el cuerpo 
de la víctima. Quemadura: quemaduras con cigarrillos, fuego, agua caliente o exposición 
forzada al sol (estaqueo).
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Y eso que era un pabellón literario. Encima a una compañera le había 
fallecido el papá y quería despedirlo. Reclamamos y entraron a los 
golpes, escopetazos, nos tiraban desde el chapón gas pimienta. Afuera 
nos patearon y pisaron las cabezas (era el personal masculino). El GIE 
tiraba balas de goma. Un masculino me pegó una patada en la nariz 
y quedé sangrando. No podía ver bien por el gas pimienta. Con los 
escudos nos tiraban al piso y se subían arriba de los escudos, parados 
en la espalda encima nuestro. Estoy a 60 días de irme, cuando estás por 
salir te hacen la guerra. Nos decían que no teníamos derecho a nada. Yo 
les decía que estudié, que sí teníamos derechos y me contestaban ‘¿por 
qué no estás en un pabellón de hombres? ¡Porque sabés que te van a 
hacer la colita!’ [la víctima es un varón trans]. Durante el psicofísico nos 
siguieron pegando y pusieron que no teníamos nada” (caso RNCT 2024). 

“Pedí buzones para que me trasladen a la cárcel donde está mi hermano. 
El subjefe y el jefe del penal y varios encargados me querían obligar a 
subir a pabellón. Me sacaron de la celda y me llevaron al control. Tuve 
audiencia con el jefe y me negué a ser reubicado. Por eso me golpearon. 
Estuve en la leonera de control desde las 6 de la tarde hasta las 10 de la 
mañana del día siguiente. Me esposaron con las manos en la espalda, me 
ataron los pies con una sábana y a la vez me ataron las manos; me tenían 
como un chanchito en el piso. Me daban chirlos en la cola, me bajaron 
los pantalones y me metieron el dedo en el ano. Me ahorcaron con la 
sábana. Me torturaron un rato y volvían a torturarme, me torturaron 
hasta que no daba más. Es la primera vez que me pasa esto. Me hicieron 
firmar papeles, no sé qué decían” (caso RNCT 2024).

En ocasiones las agresiones físicas se combinan con robo y daño 
de pertenencias, amenazas, fraguado de pruebas y connivencia o 
participación del personal sanitario. El siguiente caso reúne todo eso, 
tratándose además de una reiteración de golpes en distintos momentos y 
de una pérdida de conocimiento producto del ahorcamiento.

“Estaba en el pabellón y el SPB entró a mi celda a maltratar, a decir cosas 
que no tenían que decir. Me bajo de la cama y empezaron a pegarme. 
Me llevaron a control con lo puesto, un pantalón corto, en cuero y 
descalzo. Ahí me pegaron entre 11 policías palazos y muchas patadas. 
También me ahorcaron hasta desmayarme. Cuando me desperté estaba 
mojado, boca abajo, con esposas puestas y toda la nariz sangrando y la 
boca lastimada. Sentía que me ahogaba y había un penitenciario que 
me estaba pisando el cuello. Cuando me golpearon una enfermera se 
reía de lo que me estaban haciendo. Después me llevan a buzones. Al 
día siguiente tuve visita con mi pareja. Cuando vuelvo a buzones el SPB 
nos saca a todos a la ducha y nos roban todo: pasta de dientes, champú, 
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pizza, dos gaseosas, cinco paquetes de cigarrillos, un desodorante, 
una manta, un termo, una toalla, chocolates. Nos sacaron los focos de 
la celda y rompieron la canilla. Veo que reintegran a mis compañeros 
de celda y a mí me dejan en las duchas y me vuelven a golpear. Mis 
compañeros tenían un poco de marihuana arriba de la mesa y pastillas y 
me hicieron firmar tres papeles mientras me golpeaban, para decir que 
la droga era mía. Uno me tenía ahorcado y otro me agarraba de la mano 
para que firme. Yo no tenía drogas, si no digo la verdad y me hago cargo, 
llevo un par de años en cana. Anoche me sacaron de la celda diciendo 
que tenía traslado, que arme mis cosas. Pero me sacaron a las duchas 
y me golpearon de nuevo estando esposado. Eran 6 o 7 del SPB. Me 
pegaron en las costillas y me ahorcaron. Me dijeron ‘¿así que te gusta 
denunciar?’, ‘todos los días te vamos a golpear’. Tengo miedo” (caso 
RNCT 2024).

En los siguientes casos se destacan otras agresiones de particular crueldad 
y gravedad.

“Me llevaron a SAC y me pegaron. Querían hacerme pelear con faca y 
obligarme a subir a un pabellón. Me tiraron gas pimienta, me golpearon 
y me metieron la cabeza en agua. Mientras me pegaban me metieron en 
la ducha con agua fría. Me torturaron así durante dos días. El segundo 
día también me golpeaban en las orejas. Eran 6 penitenciarios, estaban 
el jefe del penal, el subjefe y el jefe de turno” (caso RNCT 2024).

“El SPB me golpeó en varias ocasiones. Estaba en el SUM de visitas, mi 
amigo me comentó que personal del SPB le quiso requisar a la bebé. 
Reclamamos y empezaron a dispararnos con perdigones en las piernas, 
golpes de bastón y gas lacrimógeno en la cara. Tengo en las piernas, 
muslos y pie 14 heridas de bala de goma. Me esposaron y me llevaron a 
una oficina. Me arrodillaron y me golpearon, usando las esposas como 
manoplas me pegaban en la cara, me dieron rodillazos y golpes de puños 
en el pecho mientras estaba reducido en el piso. Tenía los pies agujereados 
y ya no aguantaba más. Uno de los oficiales me levantó, me agarró del 
cuello y me asfixiaba mientras me insultaban. Me trataban de arrancar la 
cabeza, sentía que me iban a matar. Me llevaron al hospital para que me 
revisaran y cuando me reintegran me alojan en una leonera. Me vuelven 
a llevar a la oficina en donde me habían pegado y me golpearon de 
nuevo. Me dieron cachetadas, golpes de puños y rodillazos. Me hacían 
mirar contra la puerta y me pegaban en las costillas. Me dijeron que me 
parara a las piñas y cuando me traté de proteger me dieron un rodillazo 
en el pecho. Me caí al suelo y me siguieron dando golpes en la cara, el 
pecho y la espalda” (caso RNCT 2024).
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Por último, se detallan dos hechos de abuso sexual que implicó la 
intervención de varios programas de la CPM. 

En el primer caso, mediante una denuncia recibida a través de una de 
las organizaciones integrantes del programa Punto de Denuncia Tortura 
(PDT), tomamos conocimiento de que una mujer alojada en la UP 59 
de Merlo había sido abusada sexualmente en dos oportunidades por el 
agente penitenciario Iván Barraza, encargado de la escuela que funciona 
en la unidad. Entrevistamos a Fabiana luego del hecho e iniciamos un 
proceso de acompañamiento a través de entrevistas periódicas. En 
paralelo se presentó una denuncia penal y la CPM se constituyó como 
particular damnificado institucional.

Fabiana se encontraba desarrollando actividades laborales dentro del 
sector denominado “escuela”, donde se cursan estudios primarios y 
secundarios. Tenía a su cargo cursos de alfabetización y acompañamiento 
a estudiantes. Según denunció, el primer episodio ocurrió en julio de2024: 
mientras se encontraba trasladando mesas y sillas en la escuela, el agente 
Barraza la introdujo de manera violenta en el baño y abusó sexualmente 
de ella. Contó que esto ocurrió también el 18 de septiembre por la tarde: 
mientras se encontraba sola en la escuela, Barraza le solicitó que se dirija 
a su oficina y una vez allí él cerró la puerta, la tomó violentamente de un 
brazo y la introdujo en el baño.

Tras la denuncia, intervino la Ayudantía fiscal especializada de violencia 
institucional del departamento judicial de Morón, a cargo de Juan Cruz 
Bamonte. Fabiana dio su testimonio, fue examinada por médicos peritos 
y comenzó un tratamiento farmacológico preventivo que le provocó 
efectos secundarios indeseados. El ayudante fiscal acusó a Iván Barraza 
como autor del delito de abuso sexual agravado por ser cometido por un 
miembro de fuerza de seguridad en ocasión de su función, y solicitó la 
prisión preventiva sin arresto domiciliario. Fue detenido el 2 de octubre 
de 2024.

Para sostener el rechazo de la prisión domiciliaria, el Juzgado de Garantías 
6 de Morón (a cargo interinamente de Karina Andrea De Luca) se apoyó 
en la gravedad de los hechos (dos hechos de abuso) y en la actitud del 
imputado. En las dos oportunidades en las que abusó de Fabiana, el 
alcaide Barraza había solicitado previamente, con diferentes excusas, 
que se retiraran quienes estaban en la escuela. Se valió del cargo que 
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detentaba y ejercía en la Unidad 59 y al cuidado de la víctima, a quien 
debía proteger en su integridad física y psíquica. Argumentó además que 
se trata de un caso de violencia contra la mujer, una problemática de 
interés público que obliga al Estado a tomar medidas de protección y a 
incorporar la perspectiva de género como pauta para el análisis de los 
hechos, las pruebas y la solución de estos casos. 

Respecto a Fabiana, la CPM solicitó al Juzgado de Ejecución Penal 2 de 
Morón, a cargo de Laura Conti, que considere medidas alternativas a la 
prisión puesto que el SPB, en carácter de organismo del Estado, no sólo 
no fue garante de su integridad sino que la sometió al hecho de tortura 
denunciado. Por su parte, la Defensoría de Ejecución Penal 1 de Morón 
realizó la petición formal de prisión domiciliaria en diciembre de 2024, 
que no se ha resuelto hasta el momento de elaboración de este informe.

En el mes de abril, la CPM tomó conocimiento, denunció y se presentó 
como particular damnificado institucional por los hechos de abuso sexual 
cometidos por Juan Carlos Salas, encargado del área de sanidad de la U 15 
de Batán, quien entregaba drogas, pastillas y otros medicamentos a dos 
internos y a cambio los sometía sexualmente. 

Luego de una rápida investigación, la fiscal Florencia Salas solicitó y 
la jueza de Garantías Lucía Casabayo ordenó la prisión preventiva en 
el mes de mayo por el delito de abuso sexual gravemente ultrajante y 
abuso sexual con acceso carnal contra dos internos a cambio de drogas. 
Conforme se estableció, Salas ejercía una  relación de poder  sobre los 
damnificados aprovechándose del cuadro de adicción que padecían. Así, 
les entregaba dinero o medicamentos de manera ilegal y discrecional 
a cambio de un vínculo sexual, que se producía en el área de sanidad 
cuando requerían asistencia médica por un episodio de crisis en su cuadro 
de salud mental.

Uno de los denunciantes relató que, en algunas ocasiones y por fuera 
de cualquier prescripción,  Salas le entregaba entre dos y hasta cinco 
cajas de psicofármacos.  También confesó que sufría  acoso de manera 
frecuente y que, a su vez, recibía mensajes con pedidos de tenor sexual. 
En ese sentido, en la presentación de la denuncia penal, señalamos que 
existía un “accionar rutinario y sistemático consistente en provocar un 
hostigamiento, abuso sexual y suministro de forma ilegal medicación a 
personas en tratamiento y privadas de la libertad… el suministro ilegal 
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y discrecional de medicación y fármacos por parte del imputado tuvo la 
voluntad de causar un dolor y sufrimiento grave, físico y mental con el 
fin de obtener un aprovechamiento, intimidando y poniendo en riesgo la 
salud integral de las personas”.

En la actualidad la causa se encuentra elevada a juicio.
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3. DESATENCIÓN DE LA SALUD

3.1. INTRODUCCIÓN

En cada informe anual, la Comisión Provincial de la Memoria (CPM) 
ha denunciado la vulneración del derecho de la salud de las personas 
encarceladas en el SPB como práctica sistemática de tortura y malos 
tratos. La falta o deficiente asistencia de salud es el hecho de tortura o mal 
trato más comunicado a la CPM por las víctimas o sus familiares. En 2024 
se registraron 20.923 hechos, el 32% del total de hechos comunicados. El 
40% del total de víctimas alojadas en cárceles o alcaidías registradas por 
la CPM comunicó el padecimiento de al menos un hecho de desatención 
a la salud: con un promedio de 3,6 hechos por persona. 

El tipo de hecho más comunicado es falta o deficiente acceso a la atención 
extramuros, con un 30%. Es decir, como se verá en detalle a lo largo del 
capítulo, las personas requieren atención de servicios especializados o 
realización de estudios en hospitales, ya que no son realizados dentro 
de las unidades por falta de equipamiento, insumos o profesionales. El 
segundo hecho más comunicado es falta o deficiente acceso a medicación, 
con un 21% del total, en línea con la situación de escasez que se detallará 
en el presente capítulo. 
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Tabla 5. Hechos de falta o deficiente asistencia de la salud comunicados a la CPM 
padecidos por personas detenidas en cárceles y alcaidías del SPB, según tipo, 2024

Tipo de hecho20 Cantidad Porcentaje
Falta o deficiente acceso a la atención extra-
muros 6.454 31%
Falta o deficiente acceso a medicación 4.334 21%
No le realizan o le realizan deficientemente 
tratamientos/curaciones/controles 3.476 17%
Restricciones en el acceso al área de sanidad 2.850 14%
No le realizan o le realizan deficientemente 
estudios 2.262 11%
Falta o deficiente dieta especial 1.173 6%
Otros hechos de desatención de la salud 374 2%
Total 20.923 100%

Fuente: SAVIT. Nota: datos preliminares sujetos a revisión.

Estos datos expresan, cuantitativamente, la obstaculización del derecho a la 
salud en el encierro. Datos que son alarmantes si se considera que la falta 
o deficiente asistencia de la salud es la principal causa de muerte en las 
cárceles del SPB21. La cárcel degrada a las personas, produce enfermedades 
que, por no ser adecuadamente tratadas, derivan en la muerte. 

20  Falta o deficiente acceso a la atención extramuros: la persona no accede a turnos extramuros 
o los pierde por restricciones institucionales. Falta o deficiente acceso a medicación: 
la persona tiene indicada medicación y no la recibe o la recibe de manera insuficiente o 
discontinua. No le realizan o le realizan deficientemente tratamientos o curaciones: la 
persona tiene indicados tratamientos (psicológicos, psiquiátricos, rehabilitación, cirugías) 
y/o curaciones que no se realizan o se realizan insuficientemente. No le realizan o le realizan 
deficientemente estudios: la persona requiere la realización de estudios que no se realizan o 
se realizan de manera insuficiente. Restricciones en el acceso al área de Sanidad: el acceso al 
área de Sanidad está restringido por obstáculos institucionales y/o ausencia de médicos; o 
es inadecuado por la presencia de agente/s de seguridad. Falta o deficiente dieta especial: la 
persona tiene prescripta una dieta especial y no la recibe o la recibe de manera insuficiente/
discontinua. Otros hechos de desatención a la salud: otras falencias en el acceso a la salud no 
contempladas en las demás categorías cerradas.
21  El 83% del total de las muertes producidas en cárceles y alcaidías del SPB entre 2016 
y 2024 fueron por problemas de salud (1.230 de un total de 1.489 muertes). Para un 
mayor análisis de las muertes en el SPB ver el capítulo 4 de la presente sección. Más 
información estadística disponible en Datos abiertos CPM.
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En este capítulo se enfatiza en la asistencia a la salud deficiente, con 
atenciones esporádicas sin continuidad, que obturan el abordaje de 
diagnósticos y/o imposibilitan sostener los tratamientos.

Las personas que intentan acceder en la cárcel a respuestas a sus dolencias 
se encuentran con falta de información e incertidumbre. El tiempo se vuelve 
un factor determinante: dificultad de acceso en virtud de la mediación 
penitenciaria que limita arbitrariamente la atención y provoca la pérdida 
de turnos o tratamientos, desfasaje entre quienes necesitan respuestas 
urgentes y la burocratización y desidia del sistema que demora meses o 
incluso años en brindar el abordaje adecuado, si es que efectivamente 
sucede, impactando en la salud de las personas, generando sufrimiento, 
angustia, discapacidades y en algunos casos la muerte frente a enfermedades 
curables o que de tratarse permitirían una larga sobrevida. 

A continuación, se trabajan diferentes aspectos que dan cuenta de las 
situaciones que deben atravesar quienes enfrentan problemas de salud-
enfermedad-atención y cuidado en el encierro. Aspectos que no agotan la 
descripción del sistema sanitario carcelario, pero evidencia los déficits del 
sistema que convierten a la falta de asistencia a la salud en una práctica 
que provoca padecimientos y sufrimientos físicos y psicológicos que se 
constituyen en torturas y malos tratos en el SPB. 

3.2. DESARTICULACIÓN ENTRE EL SPB Y LA DPSP

La Dirección Provincial de Salud Penitenciaria (DSPS) cuenta con 1.564 
trabajadores/as (en mayo de 2025), de los/as que 348 son médicos/as. Esto 
representa una tasa de 61 médicos/as cada 10.000 personas detenidas22. 
Una tasa menor a la registrada en 2022: 81 médicos/as. Sin embargo, 
continúa siendo una tasa mayor a la de la provincia de Buenos Aires: 28 
médicos/as cada 10.000 habitantes en 2020 (último dato disponible). 

Esta cifra no refleja lo relevado en las inspecciones, ya que las personas 
detenidas entrevistadas coinciden en la falta de personal sanitario o, al 
momento de monitorear las unidades, no hay médicos/as presentes. Como 
ya se ha denunciado, pese a que la falta de información sobre los regímenes 

22  Se calcula sobre un total de 56.799 personas detenidas en cárceles y alcaidías (no incluye 
monitoreo electrónico) informadas por el SPB en el parte de mayo de 2025.
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horarios del personal médico no permite un cálculo correcto de la tasa, las 
deficiencias estructurales no se explicarían por la escasez de profesionales 
sino por su efectiva presencia en los establecimientos y por la calidad de la 
atención médica (CPM, 2023:210).

Al analizar el personal de la DPSP por profesión, encontramos que el 
31% eran enfermeros/as, 22% médicos/as, 12% odontólogos/as y 10% 
psicólogos/as. Estas cuatro profesiones conforman el 75% del personal. 

Tabla 6. Personal de la DPSP según profesión, mayo 2025

Profesión Cantidad Porcentaje
Enfermero 480 30,7%
Médico 348 22,3%
Odontólogo 183 11,7%
Psicólogo 155 9,9%
Sin título profesional 100 6,4%
Radiólogo y tecnólogo en salud con especialidad 
en radiología 102 6,5%

Bioquímico, químico, técnico en laboratorio en 
análisis clínico, técnico superior en hemoterapia y 
técnico superior con especialidad en laboratorio

54 3,5%

Otras profesiones de salud 39 2,5%
Otros técnicos en salud 23 1,5%
Obstetra 17 1,1%
Operador terapéutico, operador socio-terapéutico, 
terapeuta ocupacional y acompañante terapéutico 14 0,9%

Técnico en instrumentación quirúrgica 13 0,8%
Nutricionista 11 0,7%
Farmacéutico, técnico superior en farmacia hospi-
talaria y auxiliar de farmacia 11 0,7%

Trabajador social 8 0,5%
Otras profesiones no sanitarias 6 0,4%
TOTAL 1.564 100%

Fuente: CPM en base a datos informados por la DPSP. Nota: se excluyen de la tabla 2 
casos sin dato.
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Si se comparan estos datos con los proporcionados en 2022, el personal de 
la DPSP disminuyó en un 15% (en 2022 era de 1.836 personas), pese a que la 
población detenida aumentó en un 19%. Las cuatro profesiones mayoritarias 
se redujeron: un 20% menos de odontólogos/as (de 228 en 2022 a 183 en 
2025), un 12% menos de psicólogos/as (de 176 a 155), un 10% menos de 
médicos/as (de 387 a 348) y 1% menos de enfermeros/as (de 483 a 480). 

Al observar la distribución del personal de la DPSP según establecimientos, 
encontramos que diez establecimientos no fueron informados en el listado. 
De esta manera, 7 alcaidías y 3 unidades penales no contaban con personal 
de Sanidad de ningún tipo23. La mitad de ellos están dentro o cercanos a 
un complejo penitenciario que cuentan con personal sanitario, pero la otra 
mitad no. Preocupa que las UP 59 y 60, las últimas inauguradas a fines del 
año 2023, no tengan personal asignado más de un año y medio después. 

Como muestra la Tabla 7, en la mayoría de las cárceles y alcaidías la relación 
es de un/a médico/a cada más de 100 personas detenidas. Llegando a 
extremos como la UP 39 de Ituzaingó con un médico para 1.017 personas 
o las UP 31 de Florencio Varela, UP 41 de Campana y AP 44 de Batán con 
un médico para más de 600 personas detenidas.

Tabla 7. Establecimientos del SPB según relación entre personal médico y 
personas detenidas, agrupados según rangos, mayo 2025

Relación Cantidad
1 médico/a cada 1 a 100 personas 16
1 médico/a cada 101 a 200 personas 25
1 médico/a cada más de 300 personas 18
Sin médico/a asignado/a 15
Total 74

Fuente: CPM en base a datos informados por la DPSP. Nota: se incluyen en la tabla 10 
establecimientos no informados por la DPSP como “sin medico/a asignado/a”.

Por otro lado, surge el interrogante de si la distribución de la DPSP 
es efectivamente planificada según las características de cada 
establecimiento. Mientras algunos lugares no contaban con personal 
sanitario o con médico/a, otros tenían asignado gran cantidad de personal 

23  La AD San Martín, AD Almirante Brown, AD Berazategui, AD Lomas de Zamora II, AD 
Melchor Romero, AD Merlo y AD La Matanza. Las UP 29 de Melchor Romero y las UP 59 
y 60 de Merlo. 
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para la población que alojaban y profesionales no requeridos para el tipo 
de población. Como la UP 10 de Melchor Romero, el personal de la DPSP se 
conformaba de 31 personas, lo que incluía 4 médicos/as, 4 odontólogos/
as, 3 psicólogos/as y un obstetra cuando alojaba a 47 varones detenidos. 

La CPM, a partir de sus tareas de monitoreo y el seguimiento de casos 
complejos de salud, ha expuesto la desarticulación entre el Servicio 
Penitenciario y la DPSP. Las autoridades de las unidades penales 
desconocen el funcionamiento del sector de Sanidad y responsabilizan al 
personal sanitario y de gestión de salud penitenciaria la falta de atención 
médica. Esto se ha evidenciado en las diferentes entrevistas a autoridades 
de las cárceles inspeccionadas por la CPM. 

La directora de la UP 51 de Magdalena no pudo precisar el personal de 
salud presente el día de la inspección del 23 de abril de 2024 y expresó 
que sólo tenía registro de los/las profesionales “cuando conocés la rutina, 
porque te vas cruzando”. Además, afirmó que los días de semana había 
personal de enfermería, pero no siempre contaban con médicos/as para 
las 250 mujeres alojadas allí24. 

La directora de la UP 59 de Merlo manifestó que no contaban con personal 
médico ni insumos en la unidad y expresó: “les di un agente nuestro que 
estudia enfermería para que trabaje en Sanidad”. Una unidad que alojó, 
en promedio, más de 1.500 personas en 2024.

El director de la UP 32 de Florencio Varela afirmó el 17 de diciembre de 
2024 que no había personal de enfermería de manera permanente y 
que el médico asignado hacía una ronda de dos días a la semana, pero 
se ocupaba principalmente de atender situaciones de los pabellones de 
diversidad sexual y de responder a oficios judiciales, para una unidad que 
en noviembre y diciembre de 2024 tuvo una población promedio de más 
de 1.300 personas y más del 200% de sobrepoblación. 

En una inspección realizada el 19 junio de 2024, el subdirector de la UP 1 
de Olmos asumió desconocer la situación del sector de Sanidad ya que “no 
depende de nosotros”, que sabía que había faltantes de insumos porque en 
una visita de un organismos escuchó que el personal de sanidad lo informaba.

24  En mayo de 2025, la DPSP informó 5 médicos/as asignados/as en la UP 51. 
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Por su parte, en las entrevistas al personal sanitario en las diferentes 
unidades se reconoció la falta de presencia de profesionales, de insumos 
y de medicación. La mayoría coincidió que a raíz de esta situación se 
solicitan turnos a hospitales, pero que no se llevan a cabo debido al 
incumplimiento del SPB en trasladar a las personas detenidas. 

El personal de psicología entrevistado ha referido que no se suele 
garantizar la asistencia de las personas detenidas a la consulta, debido 
a la falta de predisposición del personal penitenciario. Esta situación da 
cuenta de la mediatización del SPB en el acceso a la atención de salud 
de las personas encarceladas, sostenida en el criterio de ordenamiento 
interno antes que sanitario (RNCT, 2017: 387).

También se observa desarticulación entre la DPSP y los hospitales extramuros, 
reflejada especialmente en la gestión de turnos para la realización de 
estudios y/o la evaluación de distintos servicios que no se llevan a cabo en los 
centros de atención de salud penitenciaria (CAS). A partir de las entrevistas 
a profesionales, se visibilizó que la vía de gestión de turnos depende de 
las facultades y herramientas que cada unidad sanitaria quiera poner a 
disposición. Se encontró que un CAS solicita el pedido a cada hospital por 
correo electrónico, que el personal sanitario lo gestiona de manera presencial 
o se delega la gestión a las familias de las personas detenidas.

3.3. ESCASEZ DE RECURSOS

A partir del monitoreo y el seguimiento de casos de la CPM, se han 
constatado incluso más obstáculos para acceder a los tratamientos 
médicos que requieren las personas encarceladas. La restricción al acceso 
de medicamentos siempre ha sido un problema para las personas que 
cursan enfermedades poco comunes en el encierro. Las medicaciones 
requeridas comenzaron a faltar ante los recortes presupuestarios a nivel 
nacional y la falta de respuesta provincial frente a esto. 

La imposibilidad de sostener los tratamientos deteriora el estado de salud 
significativamente y, en muchos casos, con consecuencias irreversibles. Sin 
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embargo, la situación se ha complejizado durante 2024, ya que la escasez de 
medicación también se ha relevado en enfermedades crónicas habituales 
como hipertensión, diabetes, asma, HIV. Se registran situaciones donde 
las personas no accedían a antibióticos, medicación antihipertensiva de 
primera línea (como enalapril), antirretrovirales o insulina.

Una de estas situaciones fue la de Darío, de 55 años, alojado en la UP 
23 de Florencio Varela, quien estuvo más de dos meses sin acceder a 
lapiceras de insulina para tratar su diabetes tipo I. Durante ese tiempo 
padeció diversos malestares, incluso se deterioró su visión casi de forma 
total. Esto agravó más su situación, ya que Darío se moviliza en muletas o 
sillas de ruedas porque le amputaron una pierna por su enfermedad. La 
CPM realizó varias presentaciones judiciales ante el Juzgado de Ejecución 
Penal N° 3 de La Matanza25, hasta que se logró que el área sanitaria le 
provea el tratamiento. Sin embargo, al momento de proveer la medicación 
mensualmente, se volvió a reiterar la falta, incluso hasta la fecha de 
escritura del presente informe. 

La misma dinámica presentó la situación de Mario, de 40 años, alojado 
en la UP 9 de La Plata, que cursa un proceso infeccioso en su miembro 
inferior izquierdo secundario a una osteomielitis crónica y requiere 
de tres antibióticos. Sin embargo, durante 2024 y pese a las reiteradas 
presentaciones de la CPM al Juzgado de Ejecución Penal N° 3 de San Isidro26, 
el área sanitaria no se lo garantizó en tiempo y forma, imposibilitando 
sostener el tratamiento indicado, agudizando el cuadro infeccioso de su 
pierna y aumentando el riesgo inminente de amputación. 

Estos casos no son aislados, se replican sistemáticamente en las personas 
que sufren enfermedades alojadas en los lugares de encierro de la 
provincia de Buenos Aires. Durante una constatación judicial realizada el 
30 de mayo de 2024 en la UP 2 de Sierra Chica junto a representantes del 
Juzgado de Ejecución Penal N° 2 de Azul27, el personal médico entrevistado 
informó faltante de psicofármacos y ansiolíticos. Y además mencionaron 
que los analgésicos y antibióticos resultaban insuficientes para cubrir la 
demanda de las más de 2.500 personas alojadas allí.

Como se mencionó, también se ha relevado la falta de insumos médicos 

25  Juzgado a cargo del Dr. Leonardo Omar Sauma. 
26  Juzgado a cargo de la Dra. Julieta Berlingieri.
27  Juzgado a cargo de la Dra. Adriana Raquel Bianco.
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básicos: gasas, vendas, pañales, bolsas de colostomía, sondas vesicales, 
antisépticos tópicos, cintas hipo alergénicas, tiras reactivas para realizar 
hemoglucotest, entre otras. Es decir, además de los obstáculos de las 
personas detenidas para acceder al sector sanitario y la poca voluntad 
del personal sanitario para atenderlas -como ha denunciado la CPM a lo 
largo de los diferentes informes anuales- la escasez de insumos dificulta 
la detección temprana de cuadros de salud, imposibilita un adecuado 
control y agudiza las complicaciones que se derivan de problemas de 
salud indebidamente tratados. Se observó también la falta de analgésicos 
básicos, como paracetamol, lo que condiciona que las personas detenidas 
sufran dolor de forma constante. 

Este panorama del sistema sanitario en las cárceles implica que el acceso 
a la medicación recaiga directamente en las familias de las personas 
detenidas. Los medicamentos se han convertido en insumos de muy 
complicados acceso en el encierro. El derecho a la salud de las personas 
detenidas debe ser garantizado por el Estado, pero ha quedado delegado 
a la disponibilidad y los recursos de las familias. 

3.4. EL ROL DE LAS FAMILIAS EN EL ACCESO A LA SALUD

La desarticulación entre el SPB, la DSPS y los hospitales generales y el 
estado de escasez que presenta el sistema sanitario en el encierro lleva a 
que las personas encarceladas desplieguen estrategias junto a sus redes 
afectivas para garantizarse el acceso al tratamiento de salud. Esto se 
traduce en que la asistencia sanitaria de las personas detenidas depende 
de las posibilidades, las herramientas y los recursos de su red afectiva: las 
familias gestionan turnos en los hospitales generales, se comunican con 
los organismos judiciales y se organizan en función de las disposiciones 
arbitrarias de cada unidad penal y/o hospital al que recurren.

Se ha relevado la exigencia penitenciaria de presentar imágenes como 
prueba del turno gestionado por la familia como requisito para autorizar 
el traslado de la persona detenida. Esta exigencia, sin un criterio unificado, 
torna a las familias sujetas de prácticas burocráticas discrecionales: lo que 
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se acepta en una unidad se rechaza en otra. A ello se suma el descreimiento 
sistemático sobre la veracidad de los turnos médicos, obligando a las fami-
lias a reiterar la información ya comunicada a los organismos judiciales. 

Tras haber realizado el esfuerzo de conseguir un turno en un hospital 
público y cumplir con los requisitos burocráticos del poder judicial y 
del SPB, todavía queda la incertidumbre de si la persona detenida va a 
ser efectivamente trasladada al hospital ante la falta de recursos (como 
móvil de traslado), de organización interna (personal de custodia) de las 
unidades penales o simplemente la arbitrariedad o desidia penitenciaria.

En el marco de las tareas de seguimiento de casos, se identifica la reproducción 
de esta dinámica de manera sistemática, postergando o incluso imposibilitando 
el acceso a los tratamientos de salud. Es el caso de la familia de Andrés, de 
28 años, alojado en la UP 60 de Merlo, que cursa un cuadro traumatológico 
de osteomielitis crónica en la pierna derecha. Su padre asistió semanalmente 
al hospital Mariano y Luciano de la Vega de Moreno para gestionar turnos 
con los servicios de infectología y traumatología, ya que desde la unidad no 
se llevaban a cabo acciones para garantizar el tratamiento de su estado de 
salud. Pese a ello y a las presentaciones realizadas por la CPM ante el Tribunal 
en lo Criminal 1 de Mercedes28, durante todo 2024 se produjeron reiterados 
incumplimientos en los traslados a los turnos. Incluso, en una ocasión el SPB lo 
trasladó a otro hospital de Merlo, pese a la advertencia de Andrés de que no 
era allí. Llegó a ese hospital, donde no fue atendido por no existir dicho turno 
y perdió el turno que había sido gestionado por su padre. Esto ha impactado 
directamente en el cuadro de salud de Andrés, quien padecía recurrentes 
procesos infecciosos agudos ante la falta de control médico especializado.  

La desarticulación estatal descripta implica indudablemente una 
delegación de las responsabilidades estatales a las familias de las personas 
encarceladas, y afecta directamente el acceso y la continuidad de los 
tratamientos de salud. Dicha delegación recae necesariamente sobre las 
redes familiares generando una sobrecarga económica en sectores sociales 
que en general se encuentran atravesados por el empobrecimiento. Las 
familias se ven obligadas a gastar recursos económicos y a disponer de 
su tiempo en función de los tratamientos médicos de quienes transitan el 
encierro. Asumen los gastos de los tratamientos (medicación e insumos) y 
a la vez los costos logísticos (transporte, alimentación y alojamiento) para 
asistir a hospitales, unidades penales o juzgados. 

28  A cargo de los jueces Dr. Juan Pablo Bonnet, Dr. Jorge Pablo Vierio y Dr. Daniel Eugenio 
Machain. 
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Por ejemplo, Matías de 47 años atravesaba un cuadro gastrointestinal 
complejo con lesiones severas en la zona perianal y prolapso rectal. Desde 
Sanidad de la UP 1 de Olmos no le entregaban el esquema farmacológico 
indicado ni gestionaban los turnos necesarios en el hospital. Por ello, su madre 
de 64 años, debía disponer mensualmente de $85.000 (en marzo de 2024) 
para cubrir los gastos de traslado a la unidad, el ingreso de los medicamentos 
y los insumos para el tratamiento gastrointestinal de Matías. Además, ante la 
falta de respuesta de la unidad que retrasaba los turnos para los estudios y 
para la intervención quirúrgica que requería su hijo, la señora se vio obligada 
a gestionarlos en reiteradas oportunidades.

3.5. AUSENCIA DE CONTROL JUDICIAL 

Al diagnóstico respecto a la desatención de la salud en las cárceles se 
debe sumar el rol del poder judicial, que debe constituirse en todos los 
casos como el garante de los derechos de las personas que mantiene 
encarceladas. Lejos de desconocer las falencias y problemas del sistema 
sanitario en el SPB, los/as funcionarios/as judiciales tienen información 
sobre el estado de salud de las personas detenidas a su cargo, de la falta 
de acceso a los sistemas de salud en general y son advertidos/as del 
deterioro que sufren por el mero paso del tiempo. 

En la práctica, toda solicitud de atención sanitaria de una persona detenida 
–ya sea en el sector de sanidad de la unidad donde se aloja o en un hospital 
general extramuros- se ordena judicialmente, pero este procedimiento no 
implica que el poder judicial actúe como garante del derecho a la salud. 

A partir de las tareas cotidianas de la CPM, podemos describir el circuito 
habitual: las personas detenidas o sus familias se comunican con la CPM o son 
entrevistadas en los lugares de encierro, donde nos informan la situación que 
atraviesan e indican cuáles son los problemas de salud, que son informados por 
la CPM al órgano judicial correspondiente. Éste, si se logra la respuesta, ordena 
que se garantice la atención de salud de la persona, pero no se concreta. Allí 
es donde se focaliza parte del problema. La falta de ejecución de las órdenes 
judiciales no deriva en una sanción ni tiene efecto sobre los/as funcionarios/as 
estatales que no garantizan su cumplimiento. Se han convertido en sentencias 
virtuales sin impacto concreto en la vida de las personas encarceladas. 



214
Informe anual  CPM 2025

215
Informe anual  CPM 2025

La falta de control de los organismos judiciales de sus propias órdenes es un 
elemento que añade complejidad y profundiza la vulneración de los derechos 
de las personas detenidas y, a la vez, legitima el sistema de desatención 
generalizada. Quienes poseen la autoridad jurisdiccional para asegurar la 
garantía de derechos de las personas encarceladas eluden el control posterior 
que requiere cualquier sentencia. De este modo, para las personas detenidas 
ya no es suficiente acceder a la justicia para solicitar aquello que requieren 
o denunciar la situación que padecen: se les suma la necesidad de impulsar 
el cumplimiento de las órdenes judiciales que se dictan a su favor, mientras 
ven cómo se agravan sus cuadros de salud. La CPM ha relevado situaciones 
donde las personas permanecen mucho tiempo, incluso años, con la misma 
problemática de salud sin ser atendidas; y el poder judicial aparece como un 
actor pasivo indicando atenciones médicas que nunca se efectivizan.

El caso de Juan, de 47 años, que padece convulsiones recurrentes 
luego de sufrir un ACV en 2019, pone en evidencia esta situación. Más 
de 60 presentaciones realizadas por la CPM entre 2021 y 2024 ante el 
Juzgado de Ejecución Penal N° 2 de Lomas de Zamora29 y de la solicitud 
de dictado de medida cautelar a su favor ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (CIDH) ante la falta de soluciones en el ámbito 
local; finalmente, el 20 de noviembre de 2023, la CIDH decide “que el 
presente asunto reúne prima facie los requisitos de gravedad, urgencia 
e irreparabilidad contenidos en el artículo 25 de su Reglamento” y, en 
consecuencia, solicita a Argentina que adopte medidas necesarias para 
proteger los derechos a la vida, integridad personal y salud de Juan. En 
particular, proporcionado el tratamiento médico requerido oportuna 
y adecuadamente, garantizando que las condiciones de su privación de 
libertad se adecuen a los estándares internacionales aplicables, de forma 
que permita cumplir con sus necesidades de tratamiento y aquellas 
derivadas de su discapacidad. Independientemente de ello, durante el 
año 2024, la CPM ha realizado 13 peticiones al juzgado vinculadas a la 
falta de acceso a la salud de Juan. 

Por otro lado, se comenta el caso de Axel ya expuesto en el informe anual 
anterior (CPM, 2024: 221), donde se advertía que la falta de acceso al 
sistema de salud podría generar la amputación de su pierna izquierda. 
Durante 2024, un médico de la CPM constató la evolución desfavorable de 
su cuadro de salud, informándole al Juzgado de Ejecución Penal N° 3 de 
San Isidro que: “es probable que ya no se pueda solucionar el problema 

29  A cargo de la Dra. Etel Beatriz Bielajew.
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localmente y que haya que amputar la pierna…”, situación que aun con 
el retardo de años en la intervención quirúrgica era evitable con una 
atención médica adecuada. La única alternativa que le brindan desde la 
unidad para su condición es la amputación de su pierna. Sólo durante el 
año 2024, la CPM presentó a dicho juzgado 20 solicitudes vinculadas con 
la falta de acceso a la salud de Axel: la entrega de medicación indicada, la 
atención por especialidades médicas que no se cumplían y la evaluación 
integral de su cuadro de salud. Todo fue ordenado por el juzgado, pero no 
se ha efectivizado.

3.6. CONDICIONES SANITARIAS EN MAGDALENA, MERLO Y LA PLATA

A continuación se describe lo relevado durante 2024 en la UP 9 de La 
Plata y en los complejos penitenciarios de Magdalena y Merlo, ejemplos 
que muestran lo expuesto en los apartados previos y dan cuenta de la 
necesidad de contemplar las condiciones de vida al momento de analizar 
la política sanitaria en el encierro. 

El Complejo Penitenciario de Magdalena está compuesto por la UP 28, 
UP 35, UP 36 (alojan varones), la UP 51 (aloja mujeres) y el Centro de 
Atención de Salud Penitenciaria 28 (CASP-28). La CPM inspeccionó todo el 
complejo en abril y mayo de 2024 con el fin de relevar la atención de salud 
de las 4.300 personas alojadas.

Se relevó -como ya fue mencionado- que las autoridades penitenciarias 
desconocían la modalidad de atención de salud, el funcionamiento de los 
sectores de sanidad, la administración de medicación e, incluso, tenían 
precisiones de la cantidad de profesionales existentes, ni días y horario de 
concurrencia. 

Con respecto a la presencia de personal sanitario, las unidades contaban 
con servicio de enfermería las 24 horas, pero no sucedía igual con las 
guardias médicas. El personal médico asistía algunos días con guardias de 
12 y 24 horas, pero atendían en simultáneo en el CASP y en las diferentes 
unidades. No realizaban recorridas sanitarias por los pabellones ni por 
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los sectores de aislamiento pese a la obligación legal impuesta. Al indagar 
sobre el seguimiento de personas con patologías crónicas, el personal 
del CASP-28 informó que había un médico encargado en cada unidad, 
pero esto no coincidió con lo informado en los sectores de sanidad de 
las unidades. Se relevó falta de camillas y sillas de ruedas para traslados, 
de insumos para realizar suturas, bolsas de colostomía y medicación, 
especialmente para enfermedades crónicas. 

Al inspeccionar el sector de Sanidad de la UP 51, el personal sanitario 
entrevistado informó que los controles ginecológicos se realizaban 
anualmente a través de la toma de muestra para PAP en el CASP, y que el 
material se enviaba a hospitales para analizar. Sin embargo, señalaron que 
los resultados demoraban hasta un año, y en ocasiones los han recibido 
en la fecha de repetirlos, indicando resultados o patologías que llevaban 
un año de evolución sin ser tratados. Además, refirieron que la última 
vez que se hicieron mamografías a toda la población fue en el año 2022. 
Desde esa fecha, sólo se practicaban a demanda de cada mujer detenida. 

Al ingresar a dicho sector de la Unidad, se observó una leonera30 de 
dos metros cuadrados sin sanitario ni mobiliario. El personal de salud 
allí entrevistado refirió que dicha celda estaba destinada como lugar de 
espera de las pacientes, pero el SPB solía alojar a mujeres durante varios 
días y, en ocasiones, las dejaba esposadas a las rejas. Al momento de 
la inspección, se encontraba una mujer que relató que el SPB le había 
solicitado que ingrese a la celda, se pare y se apoye de espaldas a la reja. 
Cuando lo hizo, la esposaron a la reja de brazos y piernas abiertas con una 
esposa por extremidad: “me ataron como a Jesús, de pies y manos parada, 
crucificada”. Permaneció en esa posición por tres horas; narró que se le 
acalambraron los brazos, que las esposas estaban tan apretadas que la 
lastimaron y que, del cansancio, se durmió en esa posición. Al momento 
de la entrevista, todavía no la habían llevado a los sanitarios y el equipo de 
la CPM observó que su ropa tenía marcas de óxido producto de las rejas. 

30  Celda de contención que no consta de paredes de cemento sino de rejas. 
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Otro espacio monitoreado fueron las salas de internación de la UP 28 
que constan de dos sectores, ambos con malas condiciones edilicias y de 
higiene. En uno, identificado como “infectología”, no había calefacción ni 
cerramientos en ventanas; había un baño cuya letrina estaba tapada y no 
había ducha ni agua caliente; sólo contaban con dos camas metálicas y un 
colchón sucio. En el otro sector había tres personas alojadas transitando un 
cuadro de tuberculosis (TBC). El baño tenía el piso mojado por pérdida de 
agua, sólo funcionaba una ducha y un sanitario, pero sin descarga de agua, 
debiendo usar baldes para eliminar los desechos. La limpieza dependía de 
las personas enfermas detenidas, que limpiaban con elementos proveídos 
por su familia ya que el SPB no proporcionaba. 

Desde el punto de vista infectológico, no había circulación direccionada del 
aire ni posibilidad de filtrarlo. No había sectores individuales de aislamiento 
para cada paciente y las celdas no tenían puertas. Las personas calentaban 
el ambiente con fuelles, pero sólo tenían dos, por lo que se veían obligadas 
a compartir celda por la calefacción y, por ende, uno de ellos dormía con 
un colchón en el suelo. La alimentación tampoco era garantizada por el 
SPB: las personas comunicaron que recibían comida fría, cruda y escasa, 
debiendo recocinarla con el fuelle y complementarla con lo que enviaban 
las familias. Se relevó que no se aplicaba ningún protocolo para detectar 
casos de TBC ni había líneas claras de intervención. Resultó llamativo que 
hubiera personas con TBC alojadas allí y no en el CASP 28, un lugar que 
estaba en buenas condiciones y equipado para la internación. Nadie pudo 
explicar esta situación de extrema gravedad sanitaria. 

Con respecto al CASP 28, se observó que contaba con dos alas, un total 
de 14 celdas, 10 camas con colchones (algunos parecían no haber sido 
utilizados) y 6 baños en óptimas condiciones. Pero ninguna persona alojada 
allí. El personal médico concurría de lunes a viernes en distintos horarios y 
días, compartiendo turno con las sanidades de las unidades. Se registró que 
sábados, domingos y feriados no había médicos/as ni enfermeros/as. Los/
as profesionales entrevistados manifestaron que la mayoría de sus tareas 
se limitaban a dar cumplimiento a oficios judiciales, una tarea burocrática. 

En los casos donde era requerida la atención en hospitales fuera del 
complejo, el personal sanitario era el responsable de gestionar los turnos. El 
personal del CASP informó que esta era una de las mayores dificultades para 
la atención de la salud porque los turnos tenían una demora de tres meses 
aproximadamente. A veces, además, las personas pierden el turno porque no 
las trasladan cuando corresponde, por falta de móvil o personal de custodia. 
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El agravamiento en las condiciones de detención y la vulneración de 
derechos vinculada a la salud de las personas detenidas en el Complejo 
Magdalena fue denunciado por la CPM mediante un habeas corpus en 
mayo de 2024. Se solicitaron medidas para cesar con los agravamientos 
detectados, y que se prohíba el alojamiento de personas y se clausuren 
la leonera de la UP 51 y las salas de internación de la UP 28. La causa 
tramitó en el Tribunal Oral en lo Criminal 3 de La Plata31. Antes de dictar 
la resolución, los jueces se apersonaron en los sectores denunciados; se 
celebraron dos audiencias con la presencia de la CPM, la jefa del Complejo 
Magdalena, funcionarios de la DSPS, del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, de la Secretaría de Ejecución Penal de La Plata y de la Suprema 
Corte de Buenos Aires. 

Como parte de la prueba del expediente se incorporaron informes de las 
visitas realizadas a las unidades del complejo, en el marco de lo dispuesto 
por el Comité permanente de seguimiento departamental. De la lectura 
se desprende que las condiciones denunciadas por la CPM ya habían sido 
relevadas un año antes por magistrados del poder judicial y no habían 
tomado medidas al respecto. Por ejemplo, en julio del año 2023, en el 
marco de una visita institucional a la UP 28, el magistrado del Juzgado 
de Garantías 2 de La Plata, Dr. Eduardo Luis Silva Pelossi, fue advertido 
por las autoridades de la Unidad de que no disponían todo el tiempo de 
profesionales médicos.

Finalmente, el 12 de julio del 2024 el Tribunal interviniente hizo lugar 
de manera parcial a la acción de habeas corpus: dispuso la clausura de 
la sala de internación de la UP 28 y el reacondicionamiento del espacio; 
encomendó a la UP 51 abstenerse de realizar cualquier tipo de práctica de 
sujeción mecánica dentro de la celda de contención del sector de sanidad 
y que la estadía de las mujeres sea lo más breve posible; encomendó 
a la DPSP que arbitre los medios necesarios a fin de garantizarle al 
complejo el suministro de medicamentos e insumos de guardia de uso 
diario. Asimismo, encomendó al Ministerio de Justicia en conjunto con 
el Ministerio de Salud que lleven adelante las tareas necesarias a fin de 
poner en funcionamiento el CASP 28 y elaborar un plan de trabajo para 
agilizar el sistema de turnos y traslados a hospitales extramuros. 

De este modo, se observa cómo el poder judicial reconoció en gran parte 
los agravamientos en la atención de salud de las personas alojadas en 

31  A cargo del Dr. Santiago Paolini, Dr. Andrés Vitali y Dr. Ernesto Eduardo Domenech.
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el Complejo Magdalena denunciados por la CPM; situación que da 
cuenta de la desarticulación entre el SPB y la DPSP -ambas bajo la órbita 
del Ministerio de Justicia- como así también de la falta de articulación 
entre estos actores y el Ministerio de Salud provincial. También visibilizó 
el escaso compromiso de otros magistrados que recorren los lugares, 
relevan sus condiciones y no adoptan medidas para resolverlos.

El Complejo Penitenciario de Merlo se compone de la UP 59 y la UP 60 
que alojan a varones, mujeres y varones trans, un total de 3.200 personas 
en promedio durante 2024. Cada unidad poseía un sector de sanidad, 
pero sin personal médico. Las atenciones estaban a cargo del personal de 
enfermería. Las autoridades argumentaron que la falta de profesionales 
era suplida con la atención por telemedicina; sin embargo, se registró que 
sólo contaban con una computadora por unidad para realizar eso y que 
los problemas de conectividad y falta de señal eran cotidianos.

Una de las unidades contaba con un médico una vez por semana, quién 
sólo atendía los casos solicitados por oficio judicial. En ese mismo sentido, 
la solicitud de turnos en hospitales también se realizaba por vía judicial. 
Sin profesionales médicos en el complejo, la necesidad de atención médica 
en hospitales era frecuente. Sin embargo, el criterio del SPB para la salida 
era el riesgo de vida. Para esos traslados contaban con una ambulancia 
para ambas unidades, de un nivel de complejidad básico e inadecuado 
para esas emergencias, ya que, por ejemplo, no poseía siquiera oxígeno.

En el complejo había dos salas de internación que -según el personal de 
enfermería- no se podían utilizar porque no contaban con la estructura 
necesaria: sin duchas, sin ventilación cruzada, sin colchones ignífugos, entre 
otras falencias. Sin embargo, en diferentes inspecciones llevadas adelante 
por la CPM, se constató la presencia de personas con TBC internadas allí.

En las sanidades no había tubo de oxígeno, manómetro y desfibrilador 
externo automático. Cada unidad poseía una silla de ruedas. Por ello, se relevó 
que era usual que las personas fueran llevadas envueltas en mantas desde 
el pabellón hasta sanidad. Como se viene mencionando, se relevó el faltante 
de medicación. Las personas detenidas entrevistadas han referido que, 
cualquiera que sea la afección, sanidad sólo les da ibuprofeno. Sin embargo, 
el personal de sanidad responsabilizó a las mismas personas detenidas 
por el faltante de medicación, ya que consideraban que “van a pasear a 
sanidad”. Esa mirada estigmatizante, que transfiere la responsabilidad a las 
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propias personas detenidas frente a los déficits institucionales, da cuenta 
del deterioro institucional de un ámbito de atención que no cumple con 
ningún estándar mínimo para garantizar el derecho a la salud. 

Con respecto al suministro de psicofármacos, más allá de las personas con 
diagnóstico constatado en las historias clínicas, los enfermeros afirmaron 
que se suministraba clonazepam regularmente por “ansiedad” sin ningún 
tipo de seguimiento médico. En ese sentido, cada unidad cuenta con 
un psicólogo: un profesional para más de 1.500 personas. Sólo estos 
elementos dan cuenta de la ficción asistencial de la salud mental de una 
población que tiene necesidades producto de diversas situaciones de 
vulnerabilidad, consumo problemático y adicciones o las propias secuelas 
que genera la detención en esas condiciones. 

En la Unidad Penitenciaria 9 de La Plata se relevó que uno de los 
pabellones (14 A) se encontraba alojando a personas con problemas de 
salud de edad avanzada o provenientes de otras unidades. El pabellón 
era gestionado por pastores evangélicos. Al entrevistar a las autoridades 
de la UP el 3 de julio de 2024, fue definida “unidad hospital” debido a la 
complejidad del sector de sanidad y por la cercanía con los hospitales de 
la ciudad y también describió al pabellón como “una bomba de tiempo” 
por el estado de las personas allí alojadas. 

Al momento de la inspección había 128 personas alojadas en el pabellón 
viviendo en condiciones precarias, que agravaban las situaciones de 
salud. Las patologías prevalentes se relacionan con el rango etario de las 
personas: cáncer, hipertensión y patologías cardíacas, diabetes, litiasis 
renales y vesiculares, artrosis, artritis, osteoporosis, hernias y fracturas con 
mala resolución. En muchos casos presentaban problemas en la marcha 
o falta de movilidad, y necesitaban elementos de sostén y traslado como 
andadores, muletas y sillas de ruedas.

Estos elementos, que deberían ser personales y adaptados a cada necesidad, 
no eran garantizados por el SPB sino que debían ser gestionados por las mismas 
personas detenidas. En el pabellón había algunas sillas de ruedas, muletas y 
camillas pero eran de uso común y compartido, por lo que las personas debían 
turnarse para usarlas quedando las otras postradas por varias horas.

En las celdas individuales convivían hacinadas dos personas en una 
superficie total de 4,95 metros cuadrados32, incluyendo camas, espacio 

32  Esto incumple los estándares establecidos por la normativa nacional e internacional 
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sanitario de inodoro-bacha, una pequeña mesa y las pertenencias de 
ambas, quedando un espacio ínfimo para circular. El tamaño de la puerta 
obstruía el ingreso de una silla de ruedas, por lo que debían llevarlos otras 
personas hasta la cama. Por falta de espacio debían poner una tabla arriba 
del hueco de la letrina para sentarse a comer, una situación por demás 
indigna e insalubre. Las camas cucheta fueron agregadas precariamente 
y no tenían escalera, perjudicando a las personas sin movilidad que 
expresaron serias dificultades a la hora de tener que subir o bajar, y en las 
horas de encierro se veían obligadas a permanecer sobre ellas.

La ducha tenía un asiento rebatible amurado a la pared con dos barandas 
para personas con discapacidad motriz. La estructura metálica estaba en 
pésimo estado, siendo una superficie oxidada donde las personas debían 
sentarse para higienizarse. Muchas personas con movilidad reducida 
expresaron haber sufrido caídas en el sector.

Las personas permanecían encerradas en la celda entre 12 y 17 horas 
al día. Sin ayuda, elementos de sostén y cuidados, muchas estaban 
imposibilitadas de salir a un patio o caminar y realizar actividades físicas 
adaptadas, por lo que expresaron sentir entumecimiento, dolores, 
deterioro de la marcha y malestar general; el encierro en condiciones de 
hacinamiento impide la recuperación, suma nuevas dolencias y deteriora 
el estado general de salud.

Se registraron situaciones graves de salud sin atención, interrupción de 
tratamientos farmacológicos en enfermedades crónicas y tratamientos 
temporales, falta de curación de heridas y falta de acceso a controles de 
salud de todas las patologías. El personal sanitario no recorría el lugar y 
la medicación era entregada por enfermeros a los referentes, quienes se 
encargaban de distribuirla. En síntesis, el acceso a la salud de las personas 
alojadas termina siendo responsabilidad de los siervos del pabellón: 
otras personas privadas de su libertad que asisten y realizan las tareas de 
cuidados. La delegación de cuidados que deberían brindar profesionales 
de la salud recae sobre las mismas personas detenidas.

para el alojamiento de personas. El Comité Nacional de Prevención de la Tortura estableció 
que “Las celdas de carácter individual deben contener una superficie mínima de 6 m2 
por persona, sin considerar el espacio para los servicios sanitarios, con iluminación y 
ventilación natural, siempre que dicha superficie esté destinada únicamente al descanso 
nocturno de las PPL. A su vez, no se considera admisible que la celda individual tenga un 
lado por debajo de los 2.00 m de longitud”. Ver en: https://cnpt.gob.ar/2022/wp-content/
uploads/2022/01/Estandares-1.pdf
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3.7. VIOLENCIA OBSTÉTRICA

En el SPB hay encarceladas mujeres embarazadas y/o alojadas junto a sus 
hijos/as. En diferentes informes, la CPM ha denunciado las condiciones en 
las que se encuentran, las prácticas violentas a las que son sometidas y las 
vulneraciones de derechos que padecen ellas y los/as niños/as. Al finalizar 
el 2024, había 62 mujeres embarazadas o con sus hijos/as en el encierro 
(casi un 3% del total de mujeres alojadas en el SPB) y 32 niños/as; se trata 
de un 27% más que el año 2023, la cifra más alta registrada desde 202033.

En el informe 2024, se expusieron las vulneraciones en el acceso integral 
a la salud durante el embarazo y las prácticas violentas en el preparto, 
parto y posparto sufridas por las mujeres detenidas en la UP 33 de Los 
Hornos. Las mujeres refirieron no haber recibido información médica en 
los controles durante el embarazo, haber sido trasladadas esposadas, 
sujetadas mecánicamente a la cama del hospital mientras realizaron los 
trabajos de preparto en presencia de personal penitenciario masculino 
armado dentro de la habitación y que sólo les habían retirado las esposas 
en el quirófano, para volver a ser esposadas inmediatamente después de 
parir (CPM, 2024: 230). 

La CPM realizó una presentación en el Juzgado de Ejecución Penal N° 2 de 
La Plata34, denunciando el apartamiento de la ley provincial 15.18835 de 
parto respetado y de la Guía de implementación del parto respetado de 
la provincia de Buenos Aires, como fue analizado en el informe anterior 
(CPM, 2024: 232). Sin embargo, el control de legalidad de las condiciones 
de las mujeres embarazadas detenidas no se resolvió hasta tanto el 
juzgado decidió, entre otras medidas, ordenar al Estado provincial que 
arbitre las medidas pertinentes a su alcance a fin de disponer el cese de 
las prácticas violatorias a los derechos humanos. 

33  En 2024, había 30 mujeres embarazadas y 32 alojadas junto a sus hijos/as. Más 
información disponible en Datos Abiertos CPM
34  Allí se encontraban radicado los autos “Comision Provincial por la Memoria– 
Condiciones de salud Cárcel N° 33 Los Hornos Art 25 Inc 3 CPPBA S/ HABEAS CORPUS 
COLECTIVO”, causa 15.219. Juzgado a cargo del Dr. José Villafañe.
35  Mediante la presente ley, provincia de Buenos Aires adhiere a la ley nacional 25.929.
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Pese a la medida dispuesta, la CPM volvió a entrevistar a dos mujeres que 
manifestaron que parieron esposadas a la cama en presencia de personal 
penitenciario y sin acompañamiento afectivo, por prohibición del SPB; en 
ambos casos el personal penitenciario sacó fotografías a los recién nacidos 
con sus celulares. Se celebraron audiencias durante el proceso judicial que 
contaron con la presencia de personal de salud penitenciaria dependiente 
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y autoridades del Ministerio 
de Salud de la provincia de Buenos Aires (en más de una ocasión participó el 
director del Hospital Gutiérrez de La Plata). En el marco de dichas audiencias, 
la CPM manifestó que la falta de autonomía en mujeres embarazadas y en 
estado puerperio, debido a las sujeciones, obstaculizaba el normal trabajo 
de efectores de la salud, además maximizaban los dolores de las mujeres 
y constituían actos de tortura. Por ello y, ante la falta de efectividad de 
las medidas judiciales dispuestas, la CPM solicitó que se instrumentalice 
un nuevo protocolo y/o guía de parto respetado que contemple la 
situación de mujeres y personas gestantes en contexto de encierro y que, 
subsidiariamente como medida cautelar de protección, se disponga la 
prohibición absoluta de toda medida de sujeción mecánica de mujeres en 
período de preparto, parto y postparto dentro de la unidad penal y durante 
sus traslados a hospitales hasta tanto se apruebe y cobre vigencia dicho 
protocolo. Lo peticionado por la CPM se resolvió favorablemente. 

Luego se relevaron situaciones donde las mujeres no podían ser 
acompañadas en el parto por sus familiares debido a la distancia y 
la imposibilidad económica para viajar y, por ello, la forma de ser 
acompañadas era por video llamada. Sin embargo el SPB impedía el uso 
del celular. Ante esta situación, la CPM instó nuevamente al juzgado la 
autorización del celular como una forma alternativa de garantizar el parto 
respetado y sentirse acompañadas. La respuesta judicial fue favorable. 

Pese a que las medidas eran bastante claras, la CPM solicitó judicialmente 
que alcancen a toda persona gestante independientemente de la fecha 
probable de parto. Esto debido al registro de situaciones donde algunas 
mujeres que se encontraban en las primeras semanas de embarazo habían 
sido llevadas a los controles bajo contención física. El juzgado amplió su 
tutela judicial de protección.

Sin embargo, la CPM intervino en una nueva situación de sujeción mecánica 
de una mujer embarazada de 7 meses al ser trasladada forzosamente de 
la UP 33 a la UP 54 de Florencio Varela, con el agravante de haber sufrido 
amenazas, violencia verbal y física de agentes jerárquicas del SPB. La 
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mujer luego fue reintegrada a la UP 33 nuevamente sujetada. Esto originó 
un nuevo expediente judicial referido específicamente a los traslados de 
mujeres en contexto de encierro dentro del departamento judicial de La 
Plata36.

Finalmente, la participación en las audiencias permitió que la oralidad sea 
el recurso más utilizado como mecanismo estratégico litigante para dotar 
de eficacia a las medidas dispuestas por el Juzgado de Ejecución N°2 de 
La Plata. Además, la actividad procesal impartida principalmente por la 
CPM impulsó a que, de manera mancomunada, el Ministerio de Salud, el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, y el Ministerio de las Mujeres 
y Políticas de Género de la provincia implementen una nueva política 
pública que se instrumentalizó en la creación de un nuevo Protocolo de 
intervención e implementación de medidas de seguridad para el parto 
respetado de personas gestantes en contexto de encierro.

36  Actuaciones de oficio Art. 25 Inc. 3 S/ Traslado mujeres privadas de la libertad Depto 
Judicial La Plata C 8 y C 33 de Los Hornos y C 51 de Magdalena. Número de causa: 
16.611.
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4. MUERTES BAJO CUSTODIA DEL SPB

En el presente capítulo se vuelcan los resultados del Registro CPM de 
muertes en cárceles y alcaidías (apartados 4.1 y 4.2) y del Registro CPM 
de muertes en detención domiciliaria (4.3)37. Por razones metodológicas y 
analíticas los datos se presentan de manera separada, sin desconocer que 
en ambos casos las personas se encuentran bajo control penitenciario y a 
disposición judicial. 

Como puede verse en la siguiente tabla, en 2024 aumenta el total de 
muertes, tanto en personas detenidas bajo monitoreo electrónico como 
en personas detenidas en cárceles y alcaidías. Si se considera el total, con 
la excepción del año 2023 cuando descendieron en ambas modalidades, 
todos los años se registra un aumento en la cantidad de personas fallecidas 
bajo custodia del SPB.

Tabla 8. Personas fallecidas bajo custodia del SPB, años 2016-2024 
(valores absolutos)

Año Cárceles y alcaldías Monitoreo electrónico Total
2016 143 12 155
2017 122 33 155
2018 136 26 162
2019 148 29 177
2020 178 32 210
2021 200 43 243
2022 188 56 244
2023 156 50 206
2024 218 68 286

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías y Registro CPM de muertes en 
detención domiciliaria. 

37  Los datos presentados en este capítulo se publican en acceso abierto en la página 
web de Datos abiertos: https://www.comisionporlamemoria.org/datosabiertos/carceles-
datos/#titulo4
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Como puede observarse en el siguiente gráfico, en 2024 se registró la 
variación interanual más alta de todo el período, tanto en muertes en 
cárceles y alcaidías (40%) como en las muertes en monitoreo electrónico 
(36%). 

Gráfico 1. Variación interanual de personas fallecidas bajo custodia del 
SPB, años 2017-2024 (valores porcentuales)

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías; Registro CPM de muertes en 
detención domiciliaria. 

Como se verá a continuación, hay múltiples factores a analizar para 
conocer la dinámica de estos fenómenos. Sería necesario acceder a más 
y mejor información que permita identificar los factores que inciden en 
estos indicadores. 

En primer lugar, se analizan en profundidad distintas variables vinculadas a 
las muertes producidas en cárceles y alcaidías: evolución interanual, causas 
de muerte, incidencia del tiempo de detención, conexión con el sistema 
de salud, intervención judicial, entre otros elementos que confirman la 
responsabilidad estatal en generar condiciones que favorecen la muerte 
en el encierro.

En el último apartado se exponen los datos disponibles correspondientes 
a las muertes en monitoreo electrónico.
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4.1. EN CÁRCELES Y ALCAIDÍAS: EVOLUCIÓN HISTÓRICA 

La privación de libertad, en el marco de condiciones inhumanas de vida y 
restricción sistemática del derecho a la salud, ocasiona cientos de muertes 
evitables. En el período comprendido entre 2008 y 2024 se produjeron 2.531 
muertes en cárceles y alcaidías bonaerenses, lo que equivale a un promedio 
de 149 muertes por año y 12 por mes. En promedio se registra una tasa de 
4,2 muertes cada 1.000 personas detenidas38. Como puede observarse en 
el siguiente gráfico, en 2024 se revierte la tendencia descendente de los dos 
años anteriores. La tasa de muertes creció a 4 muertes cada 1.000 personas 
detenidas y un total de 218 personas fallecidas. 

Gráfico 2. Personas fallecidas en cárceles y alcaidías del SPB, 2008-2024 
(valores absolutos y tasa cada 1.000 personas detenidas) 

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías; Ministerios de Justicia y 
de Seguridad de la provincia de Buenos Aires; proyecciones poblacionales del Censo 

Nacional 2010 (INDEC). Base: 2.531 casos. 

38  En los datos que se presentan a continuación no se incluyen los fallecimientos 
ocurridos bajo la modalidad de detención domiciliaria con monitoreo electrónico. Estos 
se analizan de manera diferenciada en el apartado 4.3.
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Si se analiza la variación interanual, en 2024 se registró un aumento de 
28,7% respecto al año anterior, uno de los más altos de todo el período, 
apenas 0,1% menos que el año de la pandemia. 

Gráfico 3. Variación interanual de la tasa de muertes cada 1.000 
personas detenidas, años 2008-2024 (valores porcentuales)

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. 

En todo el período la principal causa de muerte fue problemas de salud, 
73,6% del total (1.862 casos). La segunda causa fue homicidio, 11,9% (302 
casos), seguido de suicidio (9,8%, 247 casos) y accidente (1,1%, 27 casos).  
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Gráfico 4. Personas fallecidas en cárceles y alcaidías del SPB según 
causas, período 2008-2024 (valores porcentuales) 

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. 

En promedio, se produjeron por mes 9 muertes por problemas de salud, 
2 homicidios y un suicidio. Esta distribución se mantiene estable en 
los últimos años, a pesar de la importante disminución constante en la 
cantidad de homicidios que se registra desde el año 2015. Al analizar el 
comportamiento a lo largo de los años, se observa un aumento sostenido 
en la participación de las muertes por problemas de salud sobre el total: 
pasó de representar 6 de cada 10 muertes en 2008 a 9 de cada 10 en 
2024. El aumento registrado en el total de muertes en 2024 se explica solo 
con el aumento de las muertes por cuestiones de salud. 
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Gráfico 5. Personas fallecidas en cárceles y alcaidías del SPB, según 
causas conocidas por año (valores porcentuales) 

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. 

Se destaca tanto el descenso de los homicidios (al inicio de la serie 
representaban una de cada 4 muertes (25,9%), y en 2024 representó 1 
de cada 100 muertes) como el aumento en la cantidad de suicidios (pasó 
de 17 a 21 casos), aunque se sostiene la participación en el total de casos. 
A continuación se presenta la evolución en la cantidad y tasa de las tres 
principales causas de muerte entre 2008 y 2024. 
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Gráfico 6. Evolución de la cantidad y tasa de muertes en cárceles y 
alcaidías del SPB, según causa, años 2008-2024 (valores absolutos y tasas 
cada 10.000 personas detenidas) 

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías.

Entre 2008 y 2024 hubo un promedio de 15 suicidios por año. A partir de 
2019 se constituye como la segunda causa de muerte, y se sostiene en 
ese lugar durante los años siguientes. Durante todo el período analizado, 
la tasa de suicidios en el SPB es claramente superior a la tasa provincial39, 
como puede verse en el siguiente gráfico. En 2024 se registraron 21 
víctimas y una tasa de 3,9 suicidios cada 10.000 personas detenidas. 

39  No se compara el año 2024 debido a que los ministerios de Salud nacional y 
provincial no tienen publicados datos actualizados. 
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Gráfico 7. Tasas comparadas de suicidios (provincia y SPB), años 2014-
2024 (cada 10.000 personas) 

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías; Ministerio de Salud de la 
provincia de Buenos Aires; ministerios de Justicia y de Seguridad de la provincia de 

Buenos Aires; proyecciones poblacionales del Censo Nacional 2010 (INDEC). 

En contraposición, se sostiene la tendencia a la baja de la tasa de 
homicidios. En el inicio de la serie la tasa de homicidios en el SPB era 10 
veces superior a la tasa provincial y, a partir de 2016, desciende de manera 
sostenida. En 2023 y 2024, la tasa del SPB es levemente superior a la tasa 
provincial y registra la menor cantidad de víctimas de todo el período 
analizado. En el apartado 4.2 se analizan estos hechos en profundidad, 
ya que más allá de la disminución registrada sigue siendo un importante 
indicador de las violencias carcelarias.
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Gráfico 8. Tasas comparadas de homicidios (provincia y SPB), años 2014-
2024 (tasa cada 10.000 personas) 

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías; Ministerios de Justicia y de 
Seguridad de la provincia de Buenos Aires; proyecciones poblacionales del Censo Nacional 

2010 (INDEC); Procuración General de la provincia de Buenos Aires. 

En relación con las características de las personas fallecidas, entre 2008 y 
202440 el 96% fueron varones, 3,6% mujeres y 1% personas trans, en promedio. 
Estos valores son similares a los promedios de la población detenida según 
género41, con excepción de las personas trans, cuya participación sobre el total 
de muertes es superior a su participación en el total de personas detenidas. 

Al cruzar las variables género y causa de muerte, se destaca que 3 de cada 
10 muertes de mujeres fueron suicidios (17 casos, 31,5%), proporción 
exponencialmente mayor a la registrada en varones (8,7%). El 11,8% 
de los suicidios fueron de mujeres, valor que triplica la participación de 
mujeres en el total de población detenida. 

40  Los datos presentados corresponden al promedio del período. Para las personas trans 
sólo se cuenta con datos a partir del año 2017, por lo que los valores promedio pueden 
estar subestimados. 
41  En el periodo 2014-2024, 95,1% eran varones, 4,8% mujeres y 0,1% personas trans. 
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Tabla 9. Personas fallecidas en cárceles y alcaidías del SPB según género y 
causa de muerte, período 2016-2024 

Varón Mujer Trans
Causa de 
muerte Frecuencia % Frecuencia % Frecuencia %
Homicidio 80 5,6% 1 1,9%    
Suicidio 124 8,7% 17 31,5% 3 23,1%
Accidente 16 1,1%        
Problema 
de salud 1.183 83,2% 36 66,7% 10 76,9%

Otra 1 0,1%        
S/D 18 1,3%        

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 1.489 casos (100%). 
Nota: se usan los datos desde el año 2016; de los anteriores no se cuenta con datos 

desagregados de género y causa de muerte. 

Gráfico 9. Porcentaje de personas fallecidas por causa de muerte según 
género, período 2016-2024

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 1.470 casos (98,7%), 
no se incluyen 19 casos en los que no se cuenta con la causa de muerte. Nota: se usan 
los datos desde el año 2016, de los anteriores no se cuenta con datos desagregados de 

género y causa de muerte. 
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En relación con la edad, la mayor frecuencia se registró en el grupo de 41 
a 50 años, que concentró 20% de las muertes. Si analizamos los extremos, 
las personas menores de 30 años representan 19% y, en contraposición, 
las personas mayores de 61 años concentran 24% del total. La edad 
promedio de las personas fallecidas en todo el período fue de 47 años; la 
menor edad registrada fue 19 y la mayor 91. 

Gráfico 10. Personas fallecidas en cárceles y alcaidías del SPB, por grupo 
etario (2016-2024) (valores absolutos y porcentuales)

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 1.451 casos con dato en 
la variable edad (97,4% del total); 38 casos sin dato. 

A continuación se analizan las edades máximas, mínimas y promedios 
según la causa de muerte. En el caso de homicidios y suicidios la edad 
promedio en el período analizado fue de 31 y 33 años, respectivamente, 
muy por debajo del promedio general. Para homicidio, la edad máxima 
fue de 77 años, menor a la general (91 años). Es preocupante la baja edad 
mínima que se registra en las tres causas de muerte, y permite acercarnos 
a la dimensión de la pérdida por estas muertes prematuras. 
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Tabla 9. Edad promedio, máxima y mínima de las personas fallecidas en 
cárceles y alcaidías del SPB, según causa de muerte (2016-2024) 

Causa de muerte Máxima Mínima Promedio
Problema de salud 91 19 51

Suicidio 81 19 33
Homicidio 77 20 31

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. 

Al analizar la distribución de las personas fallecidas por grupo etario según 
la causa de muerte, se destaca que en problemas de salud el 50% tenía 
menos de 50 años, mientras que en el caso de suicidio y homicidio las 
personas menores de 50 años concentran más del 93% del total de casos. 

Tabla 10. Personas fallecidas en cárceles y alcaidías del SPB, según grupo 
etario y causa de muerte (2016-2024) (valores absolutos y porcentuales)

Causa de muerte
Homicidio Suicidio Problema de salud

Rango 
etario % Frecuencia % Frecuencia % Frecuencia
18 a 20 
años 1,3% 1 7,0% 10 0,5% 6

21 a 30 
años 58,2% 46 38,5% 55 11,9% 143

31 a 40 
años 25,3% 20 35,0% 50 15,3% 184

41 a 50 
años 8,9% 7 12,6% 18 22,0% 264

51 a 60 
años 5,1% 4 4,2% 6 21,9% 262

61 a 70 
años     2,1% 3 18,6% 223

71 años o 
más 1,3% 1 0,7% 1 9,8% 117

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 1.421 casos. Nota: Se 
cuentan los casos con dato en las variables edad y causa de muerte. No se incluyen 68 

casos de accidentes, otras causas o sin dato.  
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En el siguiente gráfico se presentan las tasas de mortalidad nacional, 
provincial y del SPB por grupo etario, correspondientes al año 2023 
(último año con datos disponibles para todas las jurisdicciones). Como 
puede observarse, la tasa en la cárcel es superior en casi todos los rangos, 
con excepción de las personas mayores de 65 años. Se destaca el rango de 
15-24 años, donde la tasa del SPB (1,3) casi duplica la tasa provincial (0,7). 

Gráfico 11. Tasa de mortalidad cada 1.000 personas por jurisdicción, 
según grupo etario (2023)  

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías; Ministerios de Justicia y de 
Seguridad de la provincia de Buenos Aires; proyecciones poblacionales del Censo Nacional 
2010 (INDEC); Sistema Nacional de Ejecución de la Pena (SNEEP), Ministerio de Salud de la 
Nación. Nota: en el caso del SPB, el primer grupo etario contiene casos (tanto en población 

como en muertes) desde los 18 años. 

Si se analiza la situación procesal de las personas fallecidas durante el 
período 2016-2024, 45% estaba procesada sin condena (648 personas) 
y 1% estaba sobreseída (14) pero continuaba detenida. Los valores que 
representan las personas fallecidas se acercan a los valores promedio de 
la situación procesal de la población detenida en general42. 

42  Los datos de la población detenida según situación procesal para el período 2016-
2024 indican que el 50,3% de las personas detenidas estaba procesada, 48,5% penada y 
1,2% tenía otra situación procesal (sin prisión preventiva y sobreseídos/as). 
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Gráfico 12. Personas fallecidas en cárceles y alcaidías del SPB, según 
situación procesal, período 2016-2023 (valores absolutos y porcentuales) 

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 1.433 casos con dato en 
la variable “situación procesal” (96,2% del total).

Al focalizar en el órgano judicial que tenía a cargo el proceso de la 
persona fallecida, más de la mitad se encontraba a cargo de un juzgado de 
ejecución penal (52,6%), lo que resulta consistente con los datos sobre la 
situación procesal.  

Tabla 11. Personas fallecidas en cárceles y alcaidías del SPB según órgano 
judicial a cargo, período 2016-2024 (valores absolutos y porcentuales)

Órgano judicial Frecuencia Porcentaje
Juzgado de Ejecución Penal 751 52,6%
Tribunal Oral Criminal 467 32,7%
Juzgado de Garantías 183 12,8%
Juzgado Correccional 20 1,4%
Juzgado Responsabilidad Penal 
Juvenil 6 0,4%

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 1.427 casos con dato en 
la variable órgano judicial a cargo (95,8%). 
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Si se analiza el lugar en el que estaban detenidas, el primer dato a destacar 
es que en todos los lugares de detención de la Provincia se registraron 
muertes en el período 2008-2024, dando cuenta de que se trata de una 
situación propia del sistema más allá de las particularidades de cada 
espacio de encierro. 

Tomando como referencia el período 2016-2024 (cuando se cuenta con 
más información) las unidades donde se registró la mayor cantidad de 
muertes son: la UP 22 de Olmos (unidad-hospital) con 10,4% (154 casos), 
la UP 26 de Olmos (destinada a adultos mayores) con 7,8% (116 casos), 
la UP 1 de Olmos con 6,3% (94 casos), la UP 2 de Sierra Chica con 5,5% 
(82 casos), la UP 9 de La Plata con 5,3% (78 casos), la UP 34 de Melchor 
Romero con 5% (74 casos) y la UP 15 de Batán con 4,3% (64 casos).  

Al analizar la distribución por complejo penitenciario, los que registran 
mayor proporción de muertes en relación con la población son: Este43 
(6,7% de muertes, 5,6% de población); La Plata44 (12,9% de muertes, 
9,2% de población); y se destaca el Complejo Penitenciario Olmos45, cuyo 
porcentaje de muertes supera ampliamente el porcentaje de población 
detenida: 26,5% de las muertes con 7,1% de la población. Se debe tener 
en cuenta que incluye las tres unidades con mayor cantidad de muertes: 
UP 22 (cárcel-hospital), la UP 1 que tiene la unidad sanitaria más grande 
del SPB y la UP 26, donde se alojan personas mayores de 60 años.  

43  El Complejo Penitenciario Este incluye las unidades penitenciarias: 15, 50, 6 y la 
Alcaidía Penitenciaria 44.
44  El Complejo Penitenciario La Plata incluye las unidades penitenciarias: 10, 12, 18, 33, 
34, 45, 8 y 9.
45  El Complejo Penitenciario Olmos incluye las unidades penitenciarias: 1, 22, 25 y 26.
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Gráfico 13. Porcentaje de población y de muertes por complejo 
penitenciario, período 2016-2024 

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías y Registro CPM de población 
detenida en el SPB. 

La siguiente tabla muestra la participación porcentual en el total de muertes 
de cada complejo penitenciario diferenciando el tipo de muerte, y tomando 
como referencia la participación en el total de la población detenida y en el 
total de muertes. En relación con los homicidios, dos complejos presentan 
la mayor proporción de hechos en todo el período, con 20% del total de 
casos cada uno: el complejo Centro Zona Sur46 y el complejo Florencio 
Varela47 -que además ocupa el tercer lugar en la cantidad de muertes por 
suicidio, 13%-. En ambos casos esta participación supera la participación 
de la población detenida, de 8,3 y 14,9% respectivamente. Por otra parte, 
se destaca el complejo Este cuya participación en homicidios (15%) y en 
suicidios (13,9%) duplica su participación en el total de población (5,6%), 
y el complejo La Plata cuya participación en el total de suicidios (20,1%) es 
el doble de su participación en el total de población (9,2%): el complejo 
que concentra la mayor cantidad de suicidios del período (29 víctimas). 

46  El Complejo Penitenciario Centro Zona Sur incluye las unidades penitenciarias: 2, 17, 
27 y 38.
47  El Complejo Penitenciario Florencio Varela incluye las unidades penitenciarias: 23, 24, 
31, 32, 42 y 54.
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Tabla 12. Participación por complejo penitenciario, según tipo de muerte 
y promedio de población (2016-2024) (valores porcentuales) 

Complejo 
penitenciario Población Muertes Homicidios Suicidios

Problemas 
de salud

Alcaidías 
departamentales 3,3% 1,9% 0,0% 5,6% 1,7%

Campana 4,4% 3,7% 7,4% 4,2% 3,5%
Centro Zona 
Norte 7,6% 5,4% 14,8% 7,6% 4,7%

Centro Zona Sur 8,3% 7,9% 19,8% 4,9% 7,5%
Conurbano Sur 
Oeste 7,0% 5,5% 3,7% 4,9% 5,7%

Este 5,6% 6,7% 14,8% 13,9% 5,5%
Florencio Varela 14,9% 11,6% 19,8% 13,2% 10,7%
La Plata 9,2% 12,9% 4,9% 20,1% 12,2%
Magdalena 8,1% 4,0% 2,5% 2,1% 4,4%
Norte 9,2% 6,6% 3,7% 11,8% 6,2%
Olmos 7,1% 26,5% 2,5% 3,5% 31,2%
San Martín 5,5% 3,6% 3,7% 3,5% 3,4%
Sur 4,0% 3,2% 2,5% 4,9% 3,0%

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías y Registro CPM de población 
detenida en el SPB.

A continuación, se presentan y analizan las principales características de 
los hechos ocurridos durante el año 2024.  

4.2. EN CÁRCELES Y ALCAIDÍAS DURANTE 2024 

En 2024 se registraron 218 muertes en cárceles y alcaidías del SPB: 194 
fueron por problemas de salud, 21 suicidios y tres homicidios. La variación 
interanual fue de 28,7%, y las muertes por problemas de salud explican este 
aumento, con una tasa de 36 muertes cada 10.000 personas detenidas, un 
34% más que el año anterior. Como puede verse en el siguiente gráfico, 
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y en continuidad con los años anteriores, la causa más frecuente fue 
problemas de salud, 89% sobre el total, en tanto que suicidio vuelve a ser 
la segunda causa de muerte en las cárceles, con 9,6%. 

Gráfico 14. Personas fallecidas en cárceles y alcaidías del SPB según causa 
de muerte, año 2024 (valores porcentuales) 

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 218 casos. 

Al analizar la distribución de las muertes según la causa y el grupo etario 
de la víctima, se pueden identificar algunas características distintivas de 
cada una. La mayor cantidad de suicidios se registró en el grupo etario 
de 21 a 30 años, en el que representó 23% de las muertes: una de cada 4 
muertes. Además, este grupo etario registró mayor cantidad de muertes 
por cuestiones de salud que las personas mayores de 71 años. En el caso 
de las muertes por problemas de salud la frecuencia más alta se registra 
en el grupo de 51 a 60 años.
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Gráfico 15. Personas fallecidas en cárceles y alcaidías del SPB según grupo 
etario y causa de muerte, año 2024 (valores absolutos) 

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 218 casos. 

El promedio de edad de las personas fallecidas fue de 49 años. Si se analiza 
según causa de muerte, en suicidios fue de 38 años y baja un poco más 
en el caso de homicidios, con 36 años. También se registraron diferencias 
importantes en la edad máxima según causa: mientras que en problemas de 
salud la edad máxima fue de 89 años, en homicidios fue de 43 años, la mitad.  

Tabla 13. Edad promedio, máxima y mínima de las personas fallecidas en 
cárceles y alcaidías del SPB según causa de muerte, año 2024 

Edad
Problema de 

salud Suicidios Homicidios Todas
Edad máxima 87 67 43 87
Edad mínima 21 23 27 21
Edad promedio 51 38 35 49

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 218 casos. 

Respecto al género de las personas fallecidas, 96,2% eran varones, 2,8% 
mujeres y 1% eran personas trans/travestis. La participación de mujeres 
bajó respecto del año anterior (4,5%) y se ubica por debajo del promedio 
en el período 2008-2024 (3,6%). 
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Tabla 14. Personas fallecidas en cárceles y alcaidías del SPB según género 
y causa de muerte, año 2024 (valores absolutos y porcentuales) 

Causa de 
muerte

Mujer Trans Varón
% Frecuencia % Frecuencia % Frecuencia

Homicidio         1,4% 3

Suicidio 33,3% 2     9,0% 19

Problema 
de salud

66,7% 4 100% 89,5% 188

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 218 casos. 

Respecto a la situación procesal, la mayoría estaba penada (62,8%), 
porcentaje superior al que se presenta en el período 2008-2024 (53,8%), 
y a la distribución de la población detenida en 2024 (49,7%). 

Gráfico 16. Personas fallecidas en cárceles y alcaidías del SPB, según 
situación procesal, año 2024 (valores absolutos y porcentuales) 

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 218 casos. 

Si se analiza el lugar de detención de las personas fallecidas en relación 
con la causa de muerte, se destaca que: 
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−	 La mayor frecuencia de suicidios se registró en la UP 34 de 
Melchor Romero (5 casos) casi la totalidad del complejo 
penitenciario La Plata (6), seguido por la UP 13 de Junín (3) y 
por las unidades 15 de Batán, 38 de Sierra Chica y en la AD San 
Martín con 2 casos cada una. 

−	 Respecto a las muertes por problemas de salud, la frecuencia 
más alta se registró en los complejos penitenciarios Olmos 
(49 casos, 25,1%), Conurbano (22 casos, 11,3%), La Plata 
(19 casos, 9,8%) y Centro Zona Sur (17 casos, 8,8%). De esos 
datos se destaca el crecimiento de las muertes en el Complejo 
Conurbano, que pasó de registrar dos muertes en 2023 a ser el 
segundo con mayor cantidad de casos en 2024, con 22 víctimas. 
Si bien este complejo experimentó un importante aumento en 
la cantidad de personas detenidas al sumar nuevas unidades –
pasó de representar 9,3% a 12,9% del total de población entre 
diciembre de 2023 a diciembre de 2024–, no se compara con el 
crecimiento de la mortalidad. Uno de los elementos a tener en 
cuenta es que -según lo relevado en el marco del monitoreo y 
lo informado por la Dirección Provincial de Salud Penitenciaria- 
de las siete unidades que conforman este complejo, cuatro no 
tienen médicos asignados a sus unidades sanitarias (unidades 
58, 59, 60 y alcaidía Virrey del Pino).

−	 Otros datos a destacar: el complejo Centro Zona Sur, que 
pasó de 11 a 17 casos entre los últimos dos años; el complejo 
Florencio Varela presentó un importante descenso interanual, 
pasando de 22 a 13 casos. 

A continuación se presenta la distribución por complejo penitenciario 
según tipo de muerte, entre los años 2023 y 2024. 
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Tabla 15. Cantidad de muertes por complejo penitenciario según causa de 
muerte (años 2023 y 2024) (valores absolutos)48 

Complejo

2023 2024

Homicidio Suicidio Accidente
Problema 
de salud Homicidio Suicidio

Problema 
de salud

Alcaidías   1   3   3 8

Campana   2   6     4

Centro 
Zona Norte 1     8 1 1 11

Centro 
Zona Sur 1 1   11 1 2 17

Conurbano       2 1 2 22

Este   3   4   3 12

Florencio 
Varela   4   22     13

La Plata 1 3   23   6 19

Magdalena       5     11

Norte   3 2 6   3 12

Olmos       33   1 49

San Martín       6     8

Sur       5     8

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. 

4.2.1. Muertes por problemas de salud y responsabilidad estatal 

“Problema de salud” fue la principal causa de muerte en el encierro 
durante todo el período analizado y también durante el último año. En 
2024 se registraron 194 muertes por esta causa, una tasa de 36 víctimas 
cada 10.000 personas, lo que representa un aumento de 33,8% respecto 
de la tasa de 2023 (26,9). 

48  En https://www.comisionporlamemoria.org/datosabiertos/carceles-datos/#titulo4 se 
encuentran disponibles las muertes por establecimiento penitenciario.
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Tal como se planteó en el Informe Anual 2024, la información disponible 
resulta insuficiente para determinar con precisión qué factores inciden 
en el aumento o descenso de la cantidad de muertes por problemas de 
salud. La nula o deficiente atención médica, la falta de medicamentos o 
realización de estudios diagnósticos, las dificultades permanentes para la 
atención especializada o extramuros, sumado a la mediación del Servicio 
Penitenciario Bonaerense que entorpece el efectivo acceso a espacios 
sanitarios, son factores constantes en los espacios carcelarios. 

La responsabilidad directa corresponde a la Dirección Provincial de Salud 
Penitenciaria (dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) 
en el elevado número de personas que fallecen por estas razones, ya sea 
por falta de políticas de promoción de la salud, preventivas y de atención 
temprana como por brindar una atención deficiente y desinteresada en la 
salud de las personas detenidas. Como viene reiterando este organismo, 
es indispensable que esta dependencia pase a la órbita del Ministerio 
de Salud provincial para integrarse a las políticas sanitarias provinciales, 
efectivizando el principio constitucional de igualdad, claramente vulnerado 
en estas decisiones. 

La categoría “problemas de salud” incluye todas las muertes que se 
produjeron de manera no traumática, y pueden ser consecuencia de estar 
transitando un problema de salud diagnosticado o producirse de manera 
súbita (sin conocer con claridad los motivos que llevaron a ese desenlace) 
o bien como consecuencia de la falta de atención que implica falta de 
diagnóstico o diagnóstico tardío.

Al analizar las muertes según el tiempo de detención previo, se destaca 
que la mayoría de las personas estuvieron detenidas un año o menos 
(39%) o entre 2 y 3 años (17%). Por otra parte, si se analiza este dato en 
relación con la edad de las personas fallecidas, se observa que en todos 
los grupos etarios la mayor parte de las muertes se producen en el primer 
año de detención. Particularmente, en el caso de las personas entre 21 
y 30 años: 8 de cada 10 personas fallecieron dentro de los tres años de 
detención como máximo.  
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Tabla 16. Personas fallecidas por problemas de salud en cárceles y 
alcaidías del SPB según cantidad de años de detención y rango etario, año 
2024 (valores porcentuales) 

Rango 
21 a 30 años 31 a 40 años 41 a 50 años

51 a 60 
años 61 a 70 años

71 años o 
más

Cant. % Cant. % Cant. % Cant. % Cant. % Cant. %

1 año o 
menos 15 54% 14 52% 14 41% 12 28% 21 54% 9 39%

De 2 a 3 
años 9 32% 5 19% 8 24% 8 19% 6 15% 4 17%

De 4 a 5 
años 2 7% 2 7% 3 9% 6 14% 2 5% 3 13%

De 6 a 
10 años 2 7% 5 19% 5 15% 12 28% 8 21% 6 26%

Más de 
10 años     1 4% 4 12% 5 12% 2 5% 1 4%

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 194 casos.  

Si se analiza el lugar de muerte, los datos dan cuenta de que la mayoría 
de las personas habían sido trasladadas previamente a hospitales (75,3%) 
o bien a la UP 22, cárcel-hospital del SPB (6,2%). El 12,9% de las muertes 
se produjeron en la unidad donde estaba alojada la persona detenida: 
sin recibir más atención que la de emergencia, limitada a la reanimación, 
generalmente por parte de un/a enfermero/a ya que las sanidades no 
cuentan con médicos suficientes que cubran guardias permanentes49.

49  Para un análisis del sistema de salud en el encierro, ver capítulo 3 de la presente 
sección.
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Gráfico 17. Personas fallecidas por problemas de salud en cárceles y 
alcaidías del SPB, según lugar de muerte, año 2024 

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 194 casos de muertes por 
problemas de salud. 

A esto se suma la cantidad de personas que fallecieron durante el traslado 
en momentos previos al arribo al hospital, donde sólo se constató la 
muerte, es decir que no recibieron atención médica: 11 personas, el 5,7% 
de los casos. Estos hechos se deben poner en relación con el tiempo 
de internación de las personas fallecidas para lograr un panorama más 
acabado de la falta de atención médica en los espacios de encierro.
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Gráfico 18. Personas fallecidas por problemas de salud en hospitales 
según días previos de internación en hospital (2024)

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 144 casos (98,6%) con 
dato en la variable fecha de internación.

Si se analiza el tiempo que pasa internada una persona antes de su muerte 
por problemas de salud, en 2024 aumentó la proporción de personas que 
fueron internadas un día antes o el mismo día de su muerte: 31,3%, casi 
duplicando los valores de 2023 (16,9%) alcanzando valores similares a 
los del año 2020 de pandemia por COVID-19 (31,4%). Las personas que 
fallecieron de manera no traumática en su lugar de detención (25), quieres 
fallecieron durante el traslado (11) y quienes fallecieron el mismo día (27) 
o un día después de su traslado a un hospital (18) representan 4 de cada 
10 muertes. Si sumamos a quienes estuvieron internadas como máximo 
una semana antes del fallecimiento, representan 6 de cada 10 muertes 
por problemas de salud.

La información disponible sobre las causas de muerte y los procesos 
previos de atención sanitaria resulta insuficiente para realizar una sub 
clasificación de las muertes por problemas de salud que permita identificar 
falencias e intervenciones posibles del sistema de salud penitenciario. Sin 
embargo, podemos identificar al menos tres situaciones que requieren 
mayor atención: 

−	 Muertes por tuberculosis: en 35 casos se identificó que la persona 
padecía tuberculosis, pero no todas contaban con un diagnóstico 
previo aunque sí con antecedentes de reclamos por atención 
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médica adecuada porque o no la llevaban al área sanitaria o no 
recibían atención adecuada que incluyera lo necesario para llegar 
a un diagnóstico. Además, no se registró ningún caso en que se 
haya realizado un control de foco que permita prevenir contagios.

−	 Muertes por lesiones previas: en un caso las lesiones previas a la 
detención no recibieron atención médica adecuada y derivaron 
en complicaciones médicas que terminaron en muerte. En otro 
caso, lesiones en los días previos en el marco de la detención 
en la comisaría, generaron un proceso infeccioso que derivó en 
la muerte. ¿Cómo investigar las responsabilidades estatales en 
estos casos?

−	 Muertes por sobredosis: en dos casos se puede establecer 
como causa de la muerte algún tipo de sobredosis. En un caso 
se estableció en la autopsia que el causal de muerte fue por 
“intoxicación medicamentosa”. En el otro caso (aunque aún 
no se haya accedido al resultado de las últimas pericias) la 
autopsia informa “estómago: presencia de dos bolsas símil 
látex con contenido de sustancia desconocida y látex anudado 
que impresionaría resto de bolsa rota. Contenido gástrico de 
tipo liquido con presencia de restos de sustancia blanquecina”; 
sumado a las declaraciones de sus compañeros de pabellón se 
puede clasificar como una muerte por sobredosis. 

El rol del poder judicial en las investigaciones sobre las muertes es 
fundamental para desentrañar las dudas que quedan con la información 
oficial inmediata a los hechos. Es por esto que resulta fundamental ir más 
allá de la búsqueda de la intención de matar, y complejizar la mirada sobre 
estos hechos y el contexto en el que se producen50. Presentamos dos casos 
que muestran la demora, la desidia y el abandono en la actuación del SPB, 
la Dirección Provincial de Salud Penitenciaria (DPSP) y el poder judicial. 

Gastón, de 55 años, alojado en la AP 44 de Batán, ingresa al SPB el 5 
de marzo y fallece 12 días después, el 17 de marzo de 2024. Uno de los 
referentes del pabellón donde estaba alojado relata que había ingresado 
a la unidad con lesiones graves en el cráneo y las costillas. Por este 
motivo fue derivado al hospital en dos oportunidades; allí le dieron el 
alta y volvió a la unidad, pese a que él manifestaba que sentía dolor. Fue 
su compañero quien dio aviso al SPB porque no respondía y no tenía 
pulso. Luego vino la enfermera de turno y constató que no tenía signos 
vitales. Según el análisis de la historia clínica, el día anterior a la muerte 
fue atendido en Sanidad por dolor abdominal, le aplicaron buscapina 

50 Ver capítulo 2 de la Sección Políticas de Justicia.
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simple y volvió a la celda. En la autopsia se indica como causa de muerte 
un paro cardiorrespiratorio secundario a patología cardiovascular aguda. 
No hay indicios en su historia clínica de la búsqueda de un diagnóstico y, 
mucho menos, de un tratamiento.

Facundo, de 30 años, ingresó al SPB el 14 de diciembre de 2020, y 
estaba alojado en la UP 22 desde el 28 de junio de 2024 proveniente de 
la UP 26. Falleció el 17 de julio de 2024, según consta en el certificado 
de defunción; la causa de muerte fue una hepatitis toxica fulminante, 
tuberculosis pulmonar y neumonía bacteriana. En una comunicación que 
mantienen familiares con la CPM, en noviembre de 2023, se encontraba 
alojado en la UP 28 de Magdalena y presentaba síntomas compatibles con 
tuberculosis, pero personal de Sanidad se negaba a ordenar atención en 
hospital y no hay registros de un diagnóstico médico. En abril de 2024, en 
una nueva comunicación, los familiares relatan desesperados el cuadro 
de salud que padecía: neumonía, escupía pus y sangre, temían que fuera 
tuberculosis. Ambas comunicaciones derivaron en dos presentaciones 
judiciales realizadas ante el Juzgado de Ejecución Penal 1 de La Plata a 
cargo de su detención (habeas corpus presentado el 27 de noviembre de 
2023 y artículo 25 inc. 3 presentado el 4 de abril de 2024). De acuerdo 
con los registros médicos incorporados en la IPP por averiguación de 
causales de muerte, el 23 de mayo se diagnostica TBC pulmonar y se 
inicia tratamiento: al menos seis meses después de que comunicara 
sus síntomas. Casi un mes después, el 26 de junio, empieza con nuevos 
síntomas que derivan el 10 de julio en un nuevo diagnóstico, hepatitis 
aguda, que lleva a la suspensión del tratamiento antituberculoso. 
Permaneció internado desde el 12 de julio en el Hospital San Martín de 
La Plata, donde finalmente fallece.

4.2.2. Muertes por suicidio 

Como se afirmó en el apartado inicial, en los últimos años el suicidio 
se constituyó en la segunda causa de muerte en las cárceles y alcaidías 
bonaerenses con una tendencia fluctuante. En 2024 se registraron 21 
suicidios (9,6% del total de muertes), 4 casos más que en 2023, pero muy 
por encima del promedio de 14 suicidios por año para el período 2008-
2024. Con una tasa de 3,9 suicidios cada 10.000 personas detenidas, el SPB 
supera 10 veces la tasa provincial (0,4 cada 10.000 personas en 2023)51.

51  Último dato disponible para la provincia de Buenos Aires.
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Los hechos ocurrieron en ocho unidades penitenciarias, una alcaidía 
penitenciaria y dos alcaidías departamentales. Se destaca que tres de 
cada 10 suicidios se produjeron en sectores de aislamiento. 

Tabla 17. Cantidad de víctimas de suicidio según lugar de alojamiento y 
sector, año 2024 (valores absolutos) 

Lugar de detención Celda de alojamiento Otro SAC
UP34 Melchor Romero 5    
UP13 Junín 3    
UP38 Sierra Chica     2
UP15 Batán     2
AD San Martín 1   1
UP7 Azul     1
UP40 Lomas de Zamora     1
UP39 Ituzaingó 1    
UP26 Olmos   1  
AP44 Batán 1    
AD Florencio Varela 1    
UP33 Los Hornos 1    

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 21 casos de 
suicidios. Otro lugar: sector escuela.

La situación es más alarmante si se tienen en cuenta las autolesiones informadas 
por el SPB52: 2.213 hechos, 17% más que durante 2023, y 10 veces más que 
el aumento registrado en la cantidad de personas detenidas (1,7%). Del total 
de autolesiones, 35,8% se produjeron en el sector de separación del área de 
convivencia (SAC) y en admisión, es decir, en espacios de aislamiento (793 
casos). En el 4% (90 casos) del total de autolesiones se utilizó una soga como 
medio, lo que permite conjeturar que se trataba de intentos de suicidio. La falta 
de información sanitaria sobre intentos de suicidio impide un mejor análisis y, 
como consecuencia, pensar intervenciones integrales en pos de la salud mental 
de las personas detenidas. Las consecuencias del encierro dentro del encierro 
tal como funcionan los sectores de aislamiento extremo, junto al accionar del 
servicio penitenciario ante reclamos de las personas detenidas, derivan en 
formas de reclamo que atentan contra la vida. 

52 Datos reportados en Informe de violencia final, 2024, enviado por la Unidad de 
Gestión y Coordinación Estadística del Servicio Penitenciario Bonaerense.  
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Tabla 18. Cantidad de autolesiones informadas por el SPB, por año, 2019-
2024 (valores absolutos y variaciones interanuales porcentuales)

Año
Cantidad de 
autolesiones

Variación 
autolesiones

Variación población 
detenida

2019 1.442   6,4%
2020 1.157 -19,8% -5,4%
2021 1.544 33,4% 8,4%
2022 1.619 4,9% 3,4%
2023 1.892 16,9% 1,7%
2024 2.213 17,0% 1,7%

Fuente: elaboración propia en base a los datos reportado en los informes anuales sobre 
violencia, elaborados por el SPB.

A continuación se presenta la distribución de las víctimas según género y edad: 
se evidencia una preeminencia de víctimas varones (19 de 21), y en 4 de cada 
10 suicidios las víctimas tenían entre 21 y 30 años. El promedio de edad en 2024 
fue de 37 años, muy por debajo del promedio general (49 años). 

Gráfico 19 y Tabla 19. Cantidad de suicidios según género y rango etario 
de las víctima, año 2024 (valores absolutos) 

Rango 
etario Cantidad
21 a 30 
años 9

31 a 40 
años 5

41 a 50 
años 3

51 a 60 
años 2

61 a 70 
años 2

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 21 casos de suicidios

.
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La intervención judicial -tal como se señaló en el caso de las muertes 
por problemas de salud- parece limitarse a comprobar si hubo o no una 
acción directa que pretendió encubrirse con un aparente suicidio. Una 
investigación judicial eficiente debería buscar y aportar elementos que 
permitan descartar la instigación al suicidio, pero sobre todo identificar 
prácticas y acciones cotidianas que por acción u omisión deriven en la 
muerte auto-infligida de tantas personas detenidas. 

Los casos de suicidio ocurridos durante 2024 reflejan las falencias del 
abordaje de la salud mental en el encierro: personas con autolesiones 
reiteradas que no reciben acompañamiento, otras con diagnósticos que 
requieren tratamiento psicológico y psiquiátrico, aislamiento reiterado en 
el que se producen autolesiones o expresiones de angustia. Como se viene 
señalando de manera sostenida en informes anteriores, el abordaje de la 
salud mental en general y del suicidio como problema social y comunitario 
en los espacios de encierro es un catálogo completo de incumplimientos: 
no hay prevención, atención, seguimiento ni posvención ante conductas 
autolesivas o sin intención suicida. Presentamos a continuación algunos 
casos que ilustran los ejes señalados. 

Gustavo, de 28 años, detenido en la alcaidía departamental de Florencio 
Varela hacía 7 meses, falleció el 28 de julio de 2024. Sus compañeros 
de pabellón dicen que estaba reclamando más horas de abierta, es 
decir, menos horas de aislamiento en celda. Su compañero de celda 
da aviso a las autoridades; en el marco de la declaración testimonial, 
manifiesta que mientras él estaba en la nave del pabellón su compañero 
de celda se encierra, y cuando quiere ingresar momentos después lo 
encuentra colgado en la puerta. En el marco de entrevistas con el 
equipo de monitoreo de la CPM manifestó encontrarse muy afectado 
por la situación pero que, pese a solicitarlo, no recibió ningún tipo de 
asistencia psicológica que indique alguna medida de posvención. De 
acuerdo a lo expresado por familiares de la víctima en el marco de las 
declaraciones testimoniales en la causa donde se investiga la muerte, 
Gastón tenía antecedentes de intentos de suicidio previos a su detención, 
y en distintas ocasiones había expresado su intención de suicidarse. No 
recibió atención psicológica adecuada ni se pensó ni desarrolló una 
estrategia de abordaje conforme sus antecedentes.

José, de 33 años, estaba detenido desde el 9 de junio de 2023 y alojado en 
la UP 15 de Batán desde el 3 de octubre del mismo año. En el momento del 
hecho, 26 de febrero de 2024, estaba alojado en el sector de separación 
del área de convivencia con régimen de aislamiento extremo. En octubre 
de 2023 había sido entrevistado por un equipo de monitoreo de la CPM: 

Tabla 18. Cantidad de autolesiones informadas por el SPB, por año, 2019-
2024 (valores absolutos y variaciones interanuales porcentuales)

Año
Cantidad de 
autolesiones
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2020 1.157 -19,8% -5,4%
2021 1.544 33,4% 8,4%
2022 1.619 4,9% 3,4%
2023 1.892 16,9% 1,7%
2024 2.213 17,0% 1,7%

Fuente: elaboración propia en base a los datos reportado en los informes anuales sobre 
violencia, elaborados por el SPB.

A continuación se presenta la distribución de las víctimas según género y edad: 
se evidencia una preeminencia de víctimas varones (19 de 21), y en 4 de cada 
10 suicidios las víctimas tenían entre 21 y 30 años. El promedio de edad en 2024 
fue de 37 años, muy por debajo del promedio general (49 años). 

Gráfico 19 y Tabla 19. Cantidad de suicidios según género y rango etario 
de las víctima, año 2024 (valores absolutos) 

Rango 
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años 2
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Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías. Base: 21 casos de suicidios
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se encontraba alojado en SAC hacía 14 días, cursando una huelga de 
hambre como modalidad de protesta ante sus órganos judiciales. 
“Manifiesta que está realizando la huelga de hambre porque está 
disconforme con la caratula de su causa y con el accionar de su defensa. 
Siente que no es representado por su defensa, sino que las abogadas ‘lo 
juzgan’. Por este motivo quiere cambiar la defensa, y para ello solicita 
ser escuchado por el juez” (SAVIT, entrevista el 24 de octubre de 2023). 
Respecto del régimen de vida del SAC se registró que “desde el 10 de 
octubre pasa 24 horas encerrado dentro de su celda, sin acceso a duchas 
ni patio, debe bañarse dentro de la celda con agua fría (…) se encuentra 
alojado en una celda de aproximadamente 2x2 metros (…) no tiene agua, 
depende de que los referentes del pabellón le brinden botellas de agua. 
Tampoco cuenta con luz artificial. Las ventanas no poseen vidrios, lo que 
permite el ingreso de las inclemencias climáticas. No posee ‘fuelle’ ni 
anafe para cocinar o calefaccionar. La letrina se encuentra tapada y debe 
cubrirla con mantas para evitar el ingreso de olores nauseabundos, no 
puede tirar agua en la letrina porque rebalsaría, debe esperar a que la 
materia fecal desagote sola, lo que puede tardar varios días ‘no puedo 
ir a cada rato al baño’. Respecto a sus vínculos afectivos, expresa que 
no está recibiendo visitas” (SAVIT, entrevista el 24 de octubre de 2023). 
Al inicio de la huelga de hambre había sido atendido por un médico 
psiquiatra, según consta en su historia clínica, que registró: “En huelga 
de hambre, permanece en aislamiento. Refiere dejar de alimentarse 
para llamar la atención de la justicia y poder resolver temas relacionados 
con su causa, ‘irme en libertad’. Agobiado, eufórico, sin ideación suicida 
ni síntomas psicóticos. Antecedentes de consumo de cocaína, ultimo 
consumo hace un mes. No manifiesta abstinencia” (historia clínica, 11 
de octubre, atención de psiquiatría). Ante las presentaciones realizadas 
por la CPM, la resolución judicial fue ordenar que se brinde atención 
psicológica, particularmente como respuesta a su demanda en el marco 
de sus problemas de adicciones. Sin embargo, en la historia clínica no 
hay constancia de que haya recibido dicha atención médica. 

4.2.3. Homicidios en unidades carcelarias 

Como se indicó en la introducción y se viene señalando en los informes 
anuales, se ha registrado un descenso sostenido desde el año 2016, 
alcanzando el mínimo histórico: en 2024 murieron tres personas por 
homicidios cometidos en espacios carcelarios. ¿Qué factores pueden 
haber incidido en este descenso? 
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De 36 homicidios ocurridos en 2013 (la cantidad más alta de la serie) 
a tres hechos de 2024, la baja sostenida puede responder a diversas 
cuestiones. En 2011 comenzaron a resonar denuncias sobre el Servicio 
Penitenciario Bonaerense por sus prácticas violentas, especialmente en 
el Complejo Penitenciario San Martín. Estas denuncias llevaron a que la 
Suprema Corte de la provincia solicitara a la Procuración la adopción de 
medidas. Sin embargo, las medidas adoptadas entonces no permitieron 
controlar o modificar la situación. En enero de 2012 se produce el 
asesinato de Patricio Barros Cisneros frente a otras personas detenidas y 
a su pareja, en un acto de violencia penitenciaria y aleccionamiento. Este 
hecho derivó en que la CPM y el Centro de Estudios Legales y Sociales 
(CELS) solicitaran una medida cautelar ante la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos en pos de proteger la vida y la integridad de las 
personas detenidas en dicho complejo. Esta intervención, haciendo lugar 
al pedido y concediendo la medida, devino en múltiples audiencias y 
mesas de trabajo entre los organismos demandantes y los responsables de 
la política criminal y penitenciaria de la Provincia. La imperiosa necesidad 
de conocer la situación de las cárceles provinciales de primera mano llevó 
a acrecentar las tareas de monitoreo realizadas por la CPM en los espacios 
carcelarios. 

En estas mesas de trabajo se abordaron diferentes dimensiones de la 
violencia y su respuesta estatal. Se implementaron resoluciones o medidas 
destinadas a mejorar la intervención: la obligación de realizar autopsias a 
todas las muertes ocurridas en contextos carcelarios, la aplicación de los 
protocolos de Estambul o Minnesota, el inicio de sumarios administrativos 
para investigar cada muerte, la modificación del régimen sumarial habilitando 
la participación de la CPM y otros organismos. Entre otras medidas, éstas 
tuvieron su correlato en leyes de gran trascendencia como la creación de 
fiscalías especializadas para la investigación de la violencia institucional, el 
otorgamiento de autonomía a la defensa pública o la creación de la policía 
judicial. Otro factor que sin dudas influyó fue la habilitación, a partir del 
año 2020, del uso de celulares en espacios carcelarios, que facilitaron la 
comunicación cotidiana no sólo de las personas detenidas con sus referentes 
afectivos sino también con operadores judiciales y organismos de defensa 
de derechos humanos. Tanto las personas detenidas como las autoridades 
penitenciarias destacan que esta iniciativa (tomada por la actual gestión en 
el marco de la pandemia y luego sostenida en el tiempo) redujo los niveles 
de violencia entre personas detenidas sin incrementar los delitos cometidos 
desde la cárcel.
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El uso de celulares fue requerido judicial y administrativamente por la 
CPM mediante la presentación de acciones judiciales de habeas corpus 
colectivos y escritos a tribunales superiores, así como también al poder 
ejecutivo provincial. Esto fue resuelto favorablemente y, a partir de la 
implementación de un protocolo de registro de aparatos de telefonía 
e IMEI, se garantizó un uso legal que facilitó goce del derecho a la 
comunicación y el estudio. Desde entonces, los homicidios carcelarios 
han ido descendiendo de manera sostenida. Sin embargo, siguen siendo 
consecuencia de prácticas penitenciarias de delegación de la violencia y de 
habilitación del uso y circulación de armas blancas. La visión oficial de los 
homicidios como producto de problemas entre presos elude el contexto y 
las circunstancias, cuestiones que permiten identificar la responsabilidad 
del Estado respecto a personas que están bajo su disposición y custodia 
total. También el encubrimiento de la violencia penitenciaria tiende a 
enmascarar estos hechos como problemas de salud.

De los hechos ocurridos en 2024, dos fueron informados como homicidios 
producidos entre personas detenidas: ocurrieron en la UP 2 de Sierra 
Chica y en la UP 30 de Gral. Alvear y tuvieron como víctimas a dos varones 
de 43 y 27 años, respectivamente. Ambos se produjeron con elementos 
punzo cortantes en el marco de una pelea entre personas detenidas, uno 
en el SUM de visitas de la unidad y otro en el patio del pabellón; los dos 
fueron derivados a un hospital donde finalmente fallecieron.

Al analizar las muertes ocurridas en contextos de encierro debe tenerse 
en cuenta el control absoluto que tiene el personal penitenciario sobre el 
cuerpo de las personas detenidas y el poder para imponer un régimen de 
vida. Ante un fallecimiento en contexto de encierro es necesario que se 
inicien investigaciones protocolizadas adecuadas a esta particularidad. El 
poder judicial debe construir una versión de los hechos que exceda 
la versión penitenciaria, reconstruya los momentos previos y busque 
identificar la cadena de responsabilidades que llevó a ese desenlace.

Por otra parte, durante 2024 se registró un hecho informado como “averiguación 
de causales de muerte” que, según las pruebas recolectadas en el marco de 
la investigación judicial, se trató de una muerte traumática. En principio, de 
acuerdo con la información oficial disponible, todo indicaba que se trataba 
de una muerte no traumática como consecuencia de una descompensación, 
aunque no estaban claras las causas. Sin embargo, en el marco de la causa 
judicial surgió nueva información que pone en duda el relato oficial. 
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Esteban, de 37 años, alojado en la UP 60 Merlo, fue detenido el 13 
de julio de 2023 y trasladado a esa unidad el 28 de noviembre de 
2023. En el marco de las tareas de inspección de una delegación de 
la CPM se registró que “aparentemente estaba pasado de droga, sus 
compañeros de celda lo redujeron, lo llevaron a Sanidad y falleció ahí”. 
En el parte elaborado por personal penitenciario de la unidad se indica 
que en el marco de una pelea en el pabellón, cuando ingresa el SPB 
lo encuentran muy exaltado, por lo que lo llevan a Sanidad: “tenía una 
crisis, que se encontraba golpeándose contra la puerta, pared, suelo 
y demás, realizándose la rápida extracción del mentado del recinto, 
aplicándole una medicación intramuscular para lograr reducir la crisis 
(...) a la brevedad el enfermero nota una desmejora e indica el urgente 
egreso hacia hospital extramuros, comenzando a realizar maniobras de 
reanimación”. El informe de Sanidad indica que ingresa presentando 
múltiples traumatismos craneoencefálicos en rostro y extensión de 
superficie corporal, excitación psicomotriz, por protocolo se le administra 
benzodiazepina intramuscular, incurre en desvanecimiento, pierde 
signos vitales. Se le realizan maniobras de reanimación cardiopulmonar 
y es trasladado al hospital, donde llega sin signos vitales. El precario 
médico del hospital donde fue trasladado, presentado en la IPP que 
investiga la muerte, confirma que el paciente ingresa a la guardia el 29 
de julio de 2024, a las 22:00, sin signos vitales.

Con el informe de la autopsia aparece nueva información que indica una 
situación diferente de la hasta acá relatada. En la misma se describen 
múltiples lesiones en el cuerpo, incluyendo cara posterolateral derecha 
del cuello. En las consideraciones médico-legales se señala:

a. El cadáver (…) presenta lesiones traumáticas macroscópicas internas 
con incidencia directa en la causa de muerte.

b. La cianosis cervicofacial y torácica superior, más la inyección 
conjuntival, más la congestión de la red venosa encefálica, conforman 
un cuadro compatible con la estasis de los grandes vasos.

c. La presencia de ‘hongo de espuma’ en la vía aérea, a predominio de 
la vía aérea inferior, más la presencia de crepitantes y espuma al corte 
y forcipresión del parénquima pulmonar, más la presencia de ‘manchas 
de Tardieu y Paltauf’ a nivel pulmonar, más lesiones petequiales a nivel 
cardiaco y hepático; más la considerable congestión y edema visceral, 
en particular de ambos pulmones, más la fluidez sanguínea y su color 
oscuro, conforman un cuadro compatible con asfixia. 
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d. Los múltiples infiltrados hemorrágicos observados en los distintos 
planos de la región cervical (maxilar inferior, supratiroideo, paratiroideo 
e infratiroideo), sumado a los signos de asfixia y estasis de los grandes 
vasos, podrían ser compatibles con lo observado en una compresión 
extrínseca de cuello. 

e. Las lesiones excoriativas y equimóticas en el lateral derecho del 
cuello, podrían estar relacionadas con el mecanismo de compresión 
denominado ‘estrangulación antebraquial’. (…)

g. En otro orden, los infiltrados observados a nivel cardíaco podrían ser 
compatibles con lo observado ante un ‘infarto agudo de miocardio’. 
Dicha patología no es un hallazgo frecuentemente observado ante una 
asfixia, sin embargo, la misma no es excluyente. Por ello, la lesión quedará 
supeditada a las peritaciones anatomohistopatológicas solicitadas.

Conclusiones

En virtud de lo mencionado previamente, advierto que la muerte 
presentó un mecanismo violento, un paro cardíaco secundario a una 
anoxia anoxémica, siendo su causa una Asfixia Mecánica secundaria a 
una compresión extrínseca de cuello, supeditada ‘ad-referéndum’ a las 
peritaciones solicitadas” (Informe de autopsia, IPP 10-01-006675-24/00; el 
resaltado es nuestro).

A pesar de que hasta el momento de escritura de este informe no se 
ha producido una recaratulación de la IPP  que confirme una muerte 
traumática y ya no de un caso de muerte no traumática, los elementos 
disponibles y las similitudes con otros homicidios anteriores dejan claro 
que la muerte se produjo de manera intencional, aun cuando falte 
identificar a los responsables de ello53.

53  Ver Informe anual 2017, pág. 234, donde se presenta el caso de Narciso Gastón 
Ayala Aquino, quien fue golpeado por el SPB y cuya causa fue caratulada “imposición de 
tortura agravada por el resultado muerte”.
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4.3. MUERTE DE PERSONAS CON MONITOREO ELECTRÓNICO

En el período analizado aumentó de manera sostenida la cantidad de personas 
detenidas bajo la modalidad de monitoreo electrónico (ME) y en paralelo 
también creció la cantidad de personas fallecidas. Como puede observarse 
en la siguiente tabla, en 2024 el aumento de la población detenida bajo ME 
fue del 1,8% mientras que las muertes aumentaron 36%. Este incremento 
interanual parece confirmar la excepcionalidad del año 2023. 

Tabla 20 y Gráfico 20. Personas detenidas y personas fallecidas bajo 
modalidad de monitoreo electrónico, 2016-2024 (valores absolutos y 
variaciones porcentuales)

 
 Población 
detenida

Cantidad de 
muertes

Variación 
interanual 
muertes

Variación 
interanual 
población

2016 1.329 12    
2017 1.677 33 175,0% 26,2%
2018 1.922 26 -21,2% 14,6%
2019 1.877 29 11,5% -2,3%
2020 2.555 32 10,3% 36,1%
2021 3.206 43 34,4% 25,5%
2022 3.627 56 30,2% 13,1%
2023 4.215 50 -10,7% 16,2%
2024 4.292 68 36,0% 1,8%
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Fuente: Registro CPM de muertes en detención domiciliaria y base histórica de población 
detenida.

La tasa de mortalidad de personas detenidas bajo la modalidad de 
monitoreo electrónico supera ampliamente la tasa del SPB, diferencia que 
se relaciona con el hecho de que las prisiones domiciliarias se otorgan, 
entre otras causas, por situaciones graves de salud. 

Gráfico 21. Tasa de mortalidad según modalidad de detención, años 2017-
2024 (cada 1.000 personas detenidas)

Fuente: Registro CPM de muertes en cárceles y alcaidías; Registro CPM de muertes en 
detención domiciliaria. 
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La causa principal de este tipo de muertes está relacionada con problemas 
de salud. Lamentablemente no se puede establecer con precisión porque 
cada año se cuenta con menos información sobre las causas, pero la 
reconstrucción de casos seguidos por la CPM permite afirmar que el 
arresto domiciliario se suele otorgar cuando el estado de salud de la 
persona es irreversible. 

Tanto si se considera el total del período como el total del año 2024, 
la mayoría de las personas fallecidas eran varones (9 de cada 10); a 
diferencia de las muertes producidas en cárceles y alcaidías, que fueron 
masculinizándose a lo largo del período, la distribución por género de las 
muertes en monitoreo electrónico se mantiene relativamente estable a lo 
largo del período.

Gráfico 22. Personas fallecidas en ME por género, período 2016-2024 
(valores porcentuales) 

Fuente: Registro CPM de muertes en detención domiciliaria. 

A partir de las intervenciones realizadas desde la CPM, se identificó una 
relación entre el otorgamiento de la prisión domiciliaria y la maternidad 
en mujeres, y prisión domiciliaria y graves problemas de salud en varones. 
Como se viene afirmando en informes anteriores, es necesario conocer en 
profundidad los fundamentos que se esgrimen para el otorgamiento o la 
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denegación del ME y analizar los plazos judiciales en los que se definen, 
para comprender las posibles responsabilidades estatales por este tipo de 
muertes. Hasta el momento no se ha accedido a información que permita 
avanzar en este tipo de análisis.  

La distribución de las muertes según la edad da cuenta de una mayor 
participación de los grupos etarios de 61 a 70 años y de 71 años o más 
(en 2024 alcanzó 54,4%), a diferencia de las muertes producidas en las 
cárceles (ese mismo grupo etario alcanzó 29,4% en 2024), en las que la 
mayor proporción se concentran en los grupos de 41 a 60 años (38% en 
2024). 

Tabla 21. Personas fallecidas bajo modalidad de monitoreo electrónico 
según grupo etario, 2017-2024 (valores porcentuales) 

Edad 
agrupada 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024
18 a 20 
años 3,0% 4,0%     2,4%   2,0% 1,5%

21 a 30 
años 3,0% 8,0% 7,1% 15,6%   8,9% 8,0% 5,9%

31 a 40 
años 24,2% 12,0% 10,7% 12,5% 7,1% 8,9% 4,0% 13,2%

41 a 50 
años 15,2% 16,0% 21,4% 9,4% 19,0% 16,1% 20,0% 13,2%

51 a 60 
años 21,2% 16,0% 14,3% 21,9% 19,0% 23,2% 14,0% 11,8%

61 a 70 
años 15,2% 20,0% 35,7% 18,8% 21,4% 32,1% 8,0% 27,9%

71 años o 
más 18,2% 24,0% 10,7% 21,9% 31,0% 10,7% 44,0% 26,5%

Fuente: Registro CPM de muertes en detención domiciliaria. Nota: se excluyen los casos 
sin dato en la variable de edad.

En este mismo sentido, la edad promedio de las personas fallecidas en ME 
en 2024 fue de 58 años, superior al registrado en cárceles (49 años). Como 
puede observarse en la siguiente tabla, se registraron valores similares en 
todo el período, lo que da cuenta de la particularidad de las personas 
detenidas bajo modalidad de ME.
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Tabla 22. Edad promedio, mínima y máxima de personas fallecidas en 
ME (2017-2024)

 Edad máxima Edad 
mínima

Promedio de edad

2017 80 18 53
2018 86 20 56
2019 87 24 56
2020 84 22 53
2021 85 18 60
2022 83 21 55
2023 94 19 61
2024 85 20 58

Fuente: Registro CPM de muertes en detención domiciliaria.

Respecto a la situación procesal, en todo el período analizado la mayoría de 
las personas fallecidas se encontraban penadas (62%) con una participación 
superior a la que se registra en las cárceles (51,7% en todo el período). 

A continuación se presenta la distribución de las personas fallecidas según 
el tiempo transcurrido entre el otorgamiento del monitoreo electrónico y la 
muerte.

Tabla 23. Distribución según tiempo de ME antes del fallecimiento, años 
2017-2024 (valores porcentuales)

Lapso Porcentaje
Menos de una semana 2,0%
Entre una semana y un mes 4,6%
Entre uno y seis meses 26,1%
Entre 6 meses y un año 18,1%
Entre uno y tres años 34,1%
Más de tres años 12,0%
Sin dato 3,2%

Fuente: Registro CPM de muertes en detención domiciliaria.
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La falta de más y mejores datos sobre estas muertes nos impide avanzar 
en la identificación de sus particularidades como base para elaborar 
políticas de salud en el encierro y políticas alternativas al encierro. En los 
casos en los que se ha intervenido, la detención domiciliaria llega muchas 
veces tarde y con un deterioro tan avanzado en la salud de las personas 
que sólo permite una muerte un poco más digna. 

No existen políticas, programas o dispositivos estatales que atiendan 
las situaciones cotidianas que se presentan en el desenlace de esas 
enfermedades y garanticen el acceso a la atención profesional, con 
estudios, medicamentos o apoyos necesarios para sostener una vida 
digna. Las carencias económicas o necesidades materiales de las familias 
tampoco son apoyadas o sostenidas estatalmente. 

Si bien resulta más humanitario morir rodeado de los seres queridos 
en lugar de hacerlo en las condiciones inhumanas de una cárcel, las 
privaciones de acceso al derecho a la salud o asistencia paliativa provocan 
padecimientos graves y situaciones de gran angustia y sufrimiento para 
las personas y sus familias. 
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